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Presentación

En el año 2005, por primera vez en la historia de México el Con-
sejo Nacional para Prevenir la Discriminación (Conapred) y la 
Secretaría de Desarrollo Social (Sedesol) levantaron una Encues-
ta Nacional sobre Discriminación, un ejercicio para medir la per-
cepción que el pueblo mexicano tiene sobre este tema, desde di-
versos ámbitos de la vida cotidiana. Entre los resultados destaca 
que el 15.6% considera a la población indígena como el segundo 
sector más desprotegido; el 19.9% piensa que la discriminación y 
la pobreza son consecuencia de que en una comunidad o ciudad 
convivan indígenas y no indígenas; y el dato más revelador es que 
20.1%, uno de cada cinco mexicanos, no aceptaría compartir su 
vivienda con un indígena.

Estas cifras son el reflejo de un fenómeno que sabemos que 
existe, en medio del cual, paradójicamente, los miembros de una 
sociedad se enorgullecen internacionalmente por su origen indí-
gena y sus culturas milenarias, pero donde se continúa excluyen-
do y discriminando a este sector que representa por lo menos el 
10% de la población nacional.

En este número once de la serie “Cuadernos de la igualdad”, 
el autor Yuri Escalante Betancourt reflexiona y analiza los mo-
mentos históricos y filosóficos que hemos experimentado en 
México desde la consumación de la Independencia hasta nues-
tros días en aras de integrar, reconocer o quizás asimilar a los 
pueblos originarios, a los que de alguna u otra manera se les ter-
mina nuevamente por discriminar, ya sea por razones étnicas o 
raciales.
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Este es un recorrido histórico que ilustra la percepción que se 
tiene de lo indígena y su contexto en el ámbito nacional, desde las 
teorías del liberalismo, el nacionalismo, el indigenismo, y recien-
temente el multiculturalismo, reconocido inclusive en la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Sin duda hemos logrado avances en la manera de convivir 
con las comunidades indígenas y pueblos originarios de nuestro 
territorio; hemos reconocido su autonomía, su lengua, su organi-
zación, sus tradiciones y hasta sus formas de gobierno; sin em-
bargo, tarde o temprano insistimos en que a pesar de ello deben 
ajustarse a nuestras costumbres, a nuestras obligaciones, a nues-
tros derechos, a las leyes de la nación, lo que redunda en una 
nueva forma de discriminación y exclusión, pues no terminamos 
de reconocerlos como sujetos de derecho, merecedores de los mis-
mos derechos, además de beneficiarios de las políticas de asisten-
cia social.

La lectura de este trabajo permite, como ha sido el objetivo de 
esta serie “Cuadernos de la igualdad”, tener mayor conocimiento 
y mejores elementos para entender la situación que enfrentan los 
grupos vulnerados, en este caso los pueblos indígenas, buscando 
promover la cultura de la inclusión en todas las personas que 
hojeen este cuaderno, más allá de su origen étnico o racial. Por-
que la misma Constitución de la República establece en su artícu-
lo primero que México es una nación pluriétnica y multicultural 
y que ser indígena no debe ser, por ningún motivo, causa de actos 
de discriminación.

Perla Bustamante Corona
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Introducción

Empecemos con dos testimonios ilustrativos de una situación y 
útiles para dar inicio al presente texto. El primero es el siguiente: 

Viene uno al Distrito Federal, lo ven con su traje tradicional y lo hacen de me-

nos, incluso la propia policía. Quiere uno entrar a una tienda y a veces no lo 

dejan. La misma policía o la gente que trabaja ahí no nos permiten pasar. Y uno 

como indígena se siente mal, ya que nos destruyen la autoestima. Hasta en la 

misma escuela nos discriminan. Nos dicen: “¡Patarrajada!, ¿de dónde vienes?, 

¿por qué estudias acá?”. Sólo porque uno no es como ellos nos hacen a un lado, 

hasta los mismos profesores nos dicen: “Tú eres indígena” (José Manuel Sán-

chez, tzotzil-tzeltal).

El segundo nos dice:

No sólo existe discriminación en lo cultural, por lengua o vestimenta, sino tam-

bién en otros ámbitos que no se han visto y no se han tomado en cuenta, como 

por ejemplo, en la cuestión política. Me refiero a que los pueblos indígenas 

tengan una representación real en la Asamblea Legislativa. Obviamente, existe 

una discriminación por origen étnico (Epifanio Díaz Sarabia, triqui).

No importa aquí qué definición teórica, jurídica o política 
tengamos sobre la discriminación. Lo esencial de cualquier fenó-
meno discriminatorio consiste en comprender el daño que produ-
ce a la dignidad y autoestima de las personas o a la situación de 
exclusión y segregación del grupo que la padece. Por ello hemos 
querido iniciar este ensayo con la reproducción de dos testimo-
nios que nos permiten adentrarnos en la perspectiva de algunos 
integrantes de los pueblos indígenas sobre la manera como sien-
ten el rechazo, sea individual o colectivo, que les impone la so-
ciedad dominante.

Una actitud compasiva por las víctimas tampoco es la solu-
ción pertinente. La sensibilidad, la comprensión e incluso la em-
patía hacia el grupo que sufre discriminación no resulta suficien-
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te para dar una salida adecuada al problema, pues si la atención 
sólo se concentra en las consecuencias, es posible que propicie-
mos un paternalismo o un altruismo inocente que correría el ries-
go de perpetuar el estado de cosas a consecuencia de aplicar me-
didas parciales o, peor aún, especiales.

En este sentido, otro aspecto esencial del fenómeno discrimi-
natorio es pensar que sus efectos se reducen al grupo que lo pade-
ce, sin entender que al rechazar y privar de derechos a un colecti-
vo o a un individuo también se afectan negativamente los principios 
generales de convivencia. Es decir, la discriminación en general, 
y la discriminación étnica en particular, no sólo perjudican a los 
grupos y personas que las sufren, sino también al tejido social en 
su conjunto, poniendo en riesgo la armonía y los vínculos entre 
todos los sectores socioculturales que lo integran. 

Dicho en otras palabras: la gravedad de la discriminación no 
puede reducirse, como generalmente se hace, a un problema que 
tan sólo afecta a los individuos que la padecen, aunque ellos 
sean las víctimas más visibles, sino más bien a una falla de ori-
gen –si se nos permite el término– que parte de las condiciones 
ideológicas, culturales, sociales y estructurales en las cuales la 
discriminación se incuba y se manifiesta. No podemos, enton-
ces, avanzar en la comprensión y, por tanto, en la prevención de 
este fenómeno, aislando el problema en acontecimientos, casos 
o situaciones concretas, sino desentrañando su origen, naturale-
za y razón de ser.

Como cuestión de principio, vemos que resulta muy importan-
te conocer la perspectiva o la circunstancia del sujeto discrimina-
do, pues este flagelo no es algo que se conozca o deduzca intelec-
tualmente, sino que su síntoma es el sufrimiento y la exclusión 
tangible. Sucede muchas veces que los políticos, académicos y 
líderes de opinión minimizan e incluso niegan hechos o sostienen 
doctrinas evidentemente racistas, argumentando que sólo ellos 
tienen la capacidad de entender o de dar cuenta de su existencia. Se 
atribuyen el don de la verdad sobre el tema y descalifican al actor 
diciendo que está equivocado, que tiene intereses, que es manipula-
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do, etcétera. Por el contrario, nosotros consideramos que el pun-
to de vista del actor o el factor situacional es fundamental para 
conocer las características y consecuencias del fenómeno discri-
minatorio.

En segundo lugar, lo anterior no significa que debemos que-
darnos en las apariencias, sino que dichos testimonios tienen que 
ser visualizados a la luz de un marco interpretativo que permita 
superar enfoques simplistas. La génesis y la permanencia de la 
discriminación obedecen a razones profundas y complejas que 
estructuran, ordenan y norman a la sociedad. Se trata, como 
apuntan muchos autores, de un sistema cultural e ideológico, y 
no tan sólo de actos aislados de mala voluntad, producto de la 
ignorancia o guiados por la obtención de ventajas personales 
(aunque mucho hay de eso).

En tercer lugar, por lo tanto, debemos ir más allá de un enfo-
que meramente momentáneo, del estado actual o diagnóstico (ya 
sea global o nacional) de los malestares que produce la discrimi-
nación étnica, y en este caso particular, la discriminación hacia 
los pueblos indígenas de México, pues restringir el fenómeno a su 
análisis contemporáneo sería superficial. Ello implica llevar a 
cabo un repaso del proceso de conformación de las doctrinas y 
políticas del pasado que han alentado y perpetuado la discrimi-
nación étnica, de manera que puedan entenderse a cabalidad las 
condiciones en que viven actualmente los pueblos indígenas y 
sus integrantes.

También será menester revisar el rumbo y las transformaciones 
que está sufriendo la discriminación étnica a escala mundial, re-
gional y nacional. En otras palabras, abordar el fenómeno en toda 
su amplitud, con historia y prospectiva, pues así como somos cada 
vez más conscientes de sus impactos y pregonamos soluciones 
desde los organismos internacionales y nacionales encargados del 
tema, también observamos cómo la discriminación étnica se reac-
tiva y se reproduce con nuevas manifestaciones, alrededor de nue-
vos acontecimientos generalizados, como la migración, el resurgi-
miento de las identidades y el miedo al terrorismo.
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En este sentido, el objetivo principal del ensayo es dar un pa-
norama general del paradigmático y recurrente fenómeno de la 
discriminación étnica, concretamente de la discriminación ma-
nifiesta hacia los pueblos indígenas, para lo cual es necesario te-
ner en cuenta los escenarios históricos y contemporáneos donde 
se recrea, así como los marcos teóricos e interpretativos básicos 
orientados a entender el problema en su justa dimensión.

En un orden secuencial, deberíamos explicar qué entendemos 
por discriminación étnica o racial y por qué ubicamos dentro de ella 
a la discriminación de los pueblos indígenas. En segundo lugar, re-
sulta importante manejar algunas nociones generales acerca de cómo 
la discriminación étnica o racial se convirtió en un fenómeno mun-
dial ligado al surgimiento del colonialismo y el nacionalismo, desta-
cando por supuesto el ascenso del fascismo y las medidas interna-
cionales para eliminarlo. En tercer lugar habrá que repasar, aunque 
sea brevemente, el origen, la evolución y la decantación de la discri-
minación que enfrentan los pueblos indígenas, resaltando las impli-
caciones de la construcción del Estado nacional en la exclusión de 
las diferencias étnicas. Por último, efectuaremos un balance más 
concreto y casuístico de cómo se expresa la discriminación étnica en 
México, apuntando sobre todo a los nuevos retos que se vislumbran 
a partir de que el país se declara una nación pluricultural.

Discriminación étnica / discriminación indígena

Antes de entrar de lleno en los temas sustanciales, es indispensable 
tener en mente ciertos conceptos y momentos cruciales que permi-
tirán aclarar la argumentación que se sostendrá a lo largo del texto.

La discriminación étnica es un género muy específico de dis-
criminación, ya que se dirige contra personas y/o grupos que se 
distinguen por sus características raciales, culturales, nacionales 
o cualquier otra que las asocie con un grupo que comparte una 
herencia común. El vocablo “étnico” o “etnia” proviene del griego 
y se refiere a los miembros de un pueblo o nación que tienen un 
origen compartido.
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Como veremos más adelante, la discriminación étnica tam-
bién es conocida como discriminación racial, sobre todo en el 
ámbito internacional, donde la esclavitud, el apartheid y el anti-
semitismo marcaron la discusión sobre este tema a mediados del 
siglo xx. Sin embargo, debe quedar claro desde ahora que lo étni-
co o racial no se limita al color o a los rasgos físicos del grupo en 
cuestión, sino a un conjunto de elementos objetivos y subjetivos, 
como creencias, formas de vida o instituciones que distinguen a 
un pueblo o nación en particular. Aunque en estricto sentido el 
racismo supone que el carácter moral y social de un grupo étnico 
es determinado por su origen biológico, según estas mismas doc-
trinas su manifestación se hace patente en el conjunto de rasgos 
físicos y culturales que presenta como algo indisociable.1

Los pueblos indígenas son adscritos a la categoría de etnia pre-
cisamente porque se entiende que eran naciones o pueblos cuyo 
origen se remonta a los tiempos anteriores a la conquista de Amé-
rica. Dichos pueblos han mantenido su voluntad de permanecer 
como tales y se distinguen precisamente por contar con ciertas 
instituciones políticas y culturales diferentes a las del resto de la 
nación. Dicho de otro modo, son pueblos indígenas debido a la 
conciencia que sus propios miembros tienen acerca de seguir 
manteniendo todas o ciertas especificidades socioculturales.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos es 
muy elocuente con esta definición del pueblo indígena. Su artícu-
lo 2 señala que: “La nación tiene una composición pluricultural sus-
tentada originalmente en sus pueblos indígenas, que son aquellos 
que descienden de poblaciones que habitaban en el territorio ac-
tual del país al iniciarse la colonización y que conservan sus pro-
pias instituciones sociales, económicas, culturales y políticas, o 
parte de ellas”. Además, sostiene que “la conciencia de identidad 
indígena deberá ser criterio fundamental para determinar a quié-
nes se aplican las disposiciones sobre pueblos indígenas”.

Como podemos ver, la cuestión medular de esta definición 
estriba en que un pueblo indígena se distingue por sus institucio-
nes políticas y sociales, es decir, no por los rasgos físicos o por la 
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apariencia exterior de sus miembros, sino por el hecho de contar 
con formas de organización que les permiten su reproducción 
identitaria. Éstas no tienen por qué ser las mismas que existían 
hace 500 años, ya que se transforman y adaptan a la dinámica 
nacional. De ahí la frase que indica que “conservan sus propias 
instituciones o parte de ellas”.

Estas instituciones colectivas no tendrían trascendencia si no 
fuera por el hecho de que sus miembros poseen la conciencia y 
desean seguir identificándose con dichas formas de vida, sosteni-
das en un sistema de gobierno, religión, parentesco, justicia, len-
gua u otras. La “conciencia de identidad” como criterio para de-
terminar a quiénes se aplican las disposiciones constitucionales 
no es un enunciado menor, sobre todo para el tópico que nos ocu-
pa, pues como la conciencia es libre de elegir, a nadie se le puede 
obligar a pertenecer a un pueblo indígena pero, al mismo tiempo, 
tampoco puede forzarse a uno de sus miembros a que deje de 
pertenecer o niegue su identidad; propósito –o mejor dicho des-
propósito– que ha estado latente en el país hasta la fecha, ocasio-
nando lamentables consecuencias.

Los enunciados constitucionales que acabamos de referir son, 
por tanto, un buen comienzo no sólo para definir a los pueblos 
indígenas, sino a fin de reconocer y aceptar quiénes son, a saber, 
pueblos que cuentan con instituciones propias y que tienen la 
conciencia de querer mantenerlas. Por ello, en el mismo artículo 2 
constitucional se establece el derecho a la libre determinación de 
los pueblos indígenas, es decir, el derecho a decidir su autodispo-
sición para normarse y gobernarse.

Para dimensionar aproximadamente lo que representan los 
pueblos indígenas cabe referir que, según cifras oficiales, de acuer-
do con el censo de población del año 2000, existen en México 
12,707,000 personas que hablan un idioma y/o pertenecen a una 
comunidad indígena, lo que representa el 10.5% de la población 
total. Asimismo, se estima que se hablan más de 68 idiomas con 
infinidad de variantes regionales; en concreto, 364, según el Ins-
tituto Nacional de Lenguas Indígenas (Inali).2
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No es posible generalizar los rasgos de las instituciones socia-
les, políticas y culturales de estos pueblos, tanto por su enorme 
diversidad como por su grado de fortaleza. Durante 500 años de 
persecución y aculturación, algunos de ellos han mantenido una 
gran solidez política (los yaquis de Sonora, por ejemplo), mientras 
que otros están a punto de desaparecer (como los kiliwa de Baja 
California); de ahí que algunos mantengan una organización re-
gional, otros municipal, otros ejidal y una gran mayoría local o 
comunitaria.

Tampoco puede afirmarse tajantemente que sean católicos ni 
que estén convirtiéndose al protestantismo, pues existe un fuerte 
componente nativo en todas sus expresiones religiosas. Igual-
mente, es inexacto decir que sus formas de justicia son precolom-
binas o coloniales, ya que reúnen elementos de aquéllas con las 
del derecho positivo, con el cual interactúan cotidianamente.

Sería burdo afirmar que cada pueblo posee una forma de ves-
tirse particular e, incluso, que están destinados a extinguirse. Por 
el contrario, existen procesos sumamente complejos de articula-
ción entre la sociedad nacional y los pueblos indígenas que los 
transforman al mismo tiempo que los reconforman como pue-
blos. Baste con afirmar que se vislumbra una tendencia a la re-
composición o reconstitución de sus instituciones, y que ésta no 
se enfrenta con la necesidad de lograr una mayor participación en 
la vida nacional.

La lucha contra la discriminación de estos pueblos es indispen-
sable para lograr que dicha voluntad –determinada por las condi-
ciones que ellos deseen–, sea apoyada y no se recurra a las viejas 
políticas de aniquilación, negación o subordinación, las cuales en 
parte siguen persistiendo, como lo muestran los testimonios con 
los que iniciamos esta introducción. Por tal razón, será necesario 
regresar a la voz de los actores indígenas con la intención de vis-
lumbrar el panorama general sobre el cual debemos reflexionar.
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Discriminación individual / discriminación colectiva

Los testimonios indígenas ya citados registran dos grandes moda-
lidades de la discriminación, así como las consecuencias que ellas 
acarrean. Por un lado, tenemos la opinión de un joven que ve res-
tringido su derecho de libre tránsito y que es estigmatizado en el 
aula escolar. Por el otro, observamos la queja de un abogado que 
argumenta la falta de derechos políticos y de representatividad en 
los órganos legislativos.3

En el primer caso, dos frases indican la exclusión y la ofensa 
hacia un integrante de un pueblo indígena: “Lo hacen a uno de 
menos, nos hacen a un lado”. Estas palabras describen exactamen-
te el significado de la discriminación, es decir, minorizar o menos-
cabar la dignidad y capacidad de una persona por el simple hecho 
de pertenecer a un pueblo indígena. Aunque esta práctica discri-
minatoria no sólo tiene como consecuencia la exclusión del indí-
gena, sino también la negación de un derecho legítimo en razón de 
su pertenencia étnica. Dicho de otra manera, el problema no está 
en la exclusión, ya que pueden existir muchas razones fundadas y 
motivadas para no acceder a un comercio o a una escuela determi-
nada. El problema surge cuando, teniéndose un derecho legítimo, 
éste es negado, anulado o restringido debido a la condición de di-
ferencia étnica.4

En este ejemplo particular, no debe pasar inadvertido que in-
cluso los propios servidores públicos pueden ser los agentes de la 
discriminación, y que entre dichos funcionarios es posible en-
contrar a los profesores, o sea, a los responsables de la formación 
inicial de los niños, misma que luego será replicada en otros mu-
chos contextos sociales.

Por lo hasta ahora expuesto podemos identificar una variante 
de la discriminación: la discriminación étnica individual, que es 
justamente la que sanciona la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos en su artículo 1: “Queda prohibida toda 
discriminación motivada por el origen étnico o nacional, el gé-
nero, la edad, las capacidades diferentes, la condición social, las 
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condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias, 
el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad hu-
mana y que tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y 
las libertades de las personas”.

Por otra parte, en el segundo testimonio, el llamado de aten-
ción se refiere no a esos aspectos visibles o audibles, como el 
físico, la vestimenta, los huaraches o la lengua, sino a algo me-
nos tangible pero no por ello menos sustancial, pues tiene que 
ver con los derechos políticos, la participación en la toma de 
decisiones y, en pocas palabras, el ejercicio del poder. Aquí, la 
expresión utilizada por el indígena no indica su deseo personal 
o no de poseer una diputación o algo parecido, sino de “que los 
pueblos indígenas tengan una representación real”, refiriéndose 
expresamente al sujeto colectivo “pueblos indígenas”.

En este caso, el derecho afectado es la falta de representación 
de los pueblos como tales, dado que son los intereses de los par-
tidos políticos y sus representados los que generalmente prevale-
cen en la toma de decisiones. Incluso la reciente creación de dis-
tritos electorales en México, ubicados donde existe una mayoría 
de población indígena, únicamente asegura que serán los inte-
grantes de estos grupos quienes elijan un candidato de su prefe-
rencia, pero éste (indígena o no) será postulado por un partido. 
Dicho de manera sintética; sólo cambió la calidad de los votantes, 
pero no el sistema electoral de representación.5

Recapitulando: hemos tratado de demostrar que la discrimi-
nación étnica o racial tiene dos dimensiones: la individual y la 
colectiva. Sin embargo, ello no significa que sean dos clases di-
ferentes de discriminación, sino que se trata de dimensiones dis-
tintas del mismo fenómeno, las cuales debemos distinguir para 
fines analíticos. A fin de cuentas, cuando un individuo sufre ex-
clusión es debido a su pertenencia a un grupo, y cuando un gru-
po resulta excluido de un derecho, todos sus miembros son a su 
vez afectados.

En realidad, lo que es menester resaltar aquí es que la discri-
minación no es únicamente individual, ya que si pensamos de ese 
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modo reducimos su naturaleza sólo a los efectos y no a sus causas 
profundas. La discriminación, como ya se ha señalado, está rela-
cionada con un sistema que estructura la sociedad en categorías 
sociales de superiores e inferiores, en dominantes y subordina-
dos. Por esta misma razón, acotar la discriminación a prejuicios, 
exclusión, segregación e incluso al racismo violento nos priva de 
revisar las normas, las instituciones y las políticas que se hallan 
detrás de las ideologías que inferiorizan y estigmatizan a los pue-
blos que difieren del canon de la sociedad dominante. 

El debate sobre esta dimensión colectiva de la discriminación 
no es nuevo, pero ha recobrado auge en las últimas décadas, como 
explicaremos en el siguiente capítulo. En México, el momento cul-
minante lo constituyó el movimiento político y social impulsado 
por el alzamiento del Ejército Zapatista de Liberación Nacional 
(ezln), que llamó la atención sobre el reconocimiento de los dere-
chos políticos –y no sólo culturales– de los pueblos indígenas.

En los Acuerdos de San Andrés, sintomáticamente llamados 
“de derecho y cultura indígena”, firmados por el gobierno federal 
y el ezln, se acepta por primera vez oficialmente que una de las 
causas de la opresión y marginación de los pueblos indígenas es 
la discriminación.

Condenar la discriminación es la primera condición para re-
conocer la dignidad e igualdad de los pueblos. Se trata de un 
imperativo moral indispensable para poder aspirar a una socie-
dad democrática y equitativa, y es un fin que no debería estar 
condicionado o supeditado a ninguna otra razón práctica o mo-
ral, como lo hacen, por ejemplo, ciertos enfoques economicistas 
desde los cuales se propone que a menor discriminación racial, 
mayor desarrollo económico.6 Ecuaciones de este tipo llegan a 
perder de vista la verdadera dimensión de la lucha histórica por 
la igualdad de los pueblos, la cual no se refiere tanto a un fin uti-
litario o pragmático, sino a un principio de dignidad y de justicia 
y, en todo caso, de reparación y reconciliación.
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La invención del racismo 
y la lucha contra la discriminación

El fenómeno de la discriminación étnica o racial es un asunto 
eminentemente moderno. Con ello no pretendemos afirmar que 
en épocas pretéritas estuviera ausente. En el antiguo régimen o en 
la época colonial, la idea de la superioridad de un pueblo sobre 
otro era tan común como ahora –y bajo este pretexto se le con-
quistaba, expoliaba y subordinaba. Sin embargo, el orden social 
en ese entonces era entendido como una condición dada por la 
naturaleza, según la cual cada grupo, pueblo o nación tenía su 
lugar preestablecido. De esta manera, los individuos nacían des-
de un principio con un estatus que regía las relaciones intergru-
pales y cada uno conocía sus derechos y prerrogativas.

Las disputas podían darse en cualquier espacio, excepto en la 
asignación de los roles y honores propios de cada estamento; de 
ahí que en el mundo monárquico, por poner un ejemplo, un súb-
dito podía ser reconocido como más inteligente o más rico que un 
miembro de la realeza, pero a estos últimos les estaba reservado 
sin cuestionamiento el derecho a gobernar.

Tal situación se transformó radicalmente con la caída del anti-
guo régimen y el ascenso de las democracias liberales a fines del 
siglo xviii. La Revolución Francesa de 1789 es el paradigma de di-
cho cambio, ya que canceló los derechos de la realeza y proclamó la 
igualdad y fraternidad de todos los hombres. Mediante este nuevo 
pacto social, la soberanía ya no residía en el rey sino el pueblo.

Por paradójico que parezca, este igualitarismo liberal –en el 
cual se supone que todos los hombres son iguales ante la ley y 
tienen el poder de elegir a sus gobernantes–, nació también como 
sofisma, ya que los conceptos de igualdad y fraternidad estaban 
reservados para quienes socialmente poseían esa igualdad de con-



18 Derechos indígenas y discriminación étnica o racial

dición. Dicho en otras palabras: la igualdad era exclusiva de aque-
llos que de acuerdo con las premisas de la ideología liberal reunie-
ran las condiciones ideales del hombre libre.

Como la realidad mostraba que algunos sujetos eran ignoran-
tes o no contaban con capacidades industriosas, no eran iguales y 
no tenían los mismos derechos. Si existían pobres o atraso social no 
era culpa de la ley, sino de las condiciones de los propios sujetos.7 
Así, la ciudadanía igualitaria resultaba entonces un privilegio 
para quienes eran capaces de adscribirse al modelo del hombre 
liberal, que consistía, en primer lugar, en ser justamente hombre y 
no mujer. Más importante, incluso, era ser propietario (no depen-
diente económico), ilustrado y reunir otros requisitos de ciudada-
nía, que variaron según la época y el lugar (en México, durante el 
siglo xix, se contemplaban, entre otras cosas, el salario y la vesti-
menta). En los hechos, esta noción de ciudadano libre e igual desem-
bocó en una enorme exclusión ya que, como cabe imaginar, queda-
ban fuera de ella quienes diferían de este modelo.

Debido a esta concepción liberal e individualista, muchas per-
sonas no sólo se convirtieron en sujetos tutelados y minorizados, 
sino también en explotados y despojados. El extremo del llamado 
“pacto igualitario” se encuentra en el esclavismo y el colonialis-
mo. Lejos de suprimirse la institución esclavizadora y la exac-
ción de las colonias, se consideró al esclavo un ser incapaz y a los 
pueblos conquistados como carentes de un orden civil que les 
permitiera aprovechar sus territorios. Es decir, empezaron a per-
filarse las tesis racistas que excluyen e inferiorizan a quienes no 
coinciden con los parámetros del canon liberal.

El mismo principio de igualdad ante la ley que se proclamaba 
en la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 
1789, sirvió para establecer las desigualdades sociales y raciales 
más lacerantes. Como lo señaló en su momento Thomas Marshall,8 
puesto que todos los individuos fueron lanzados a competir en 
igualdad de condiciones pese a las diferencias económicas, educa-
tivas y culturales, se generó una exacerbación de las clases sociales 
y la explotación de los desposeídos.
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Un elemento no menos importante para entender las contra-
dicciones del liberalismo y el surgimiento de las teorías raciales 
tiene que ver con el ascenso del nacionalismo y de las economías 
nacionales. En efecto, el desmoronamiento de la realeza fue pro-
porcional al surgimiento de proyectos nacionalistas que preten-
dieron consolidar la integración y la cohesión de sus miembros a 
fuerza de promover una cultura común mediante la imposición de 
una lengua, normas y valores que todos pudieran compartir.

En este sentido, el nacionalismo no sólo se apoyó en la inven-
ción de un proyecto que negaba las diferencias internas de los gru-
pos y pueblos, sino que diseñó y aplicó políticas de homogeneiza-
ción política, jurídica y cultural; es decir, promovió con los propios 
recursos de los Estados nacionales la asimilación, en algunos ca-
sos, e incluso el exterminio, en otros, de quienes no compartían 
los ideales de los proyectos nacionalistas. Es así como liberalis-
mo, individualismo y nacionalismo, en el contexto del surgimien-
to de la modernidad, promovieron un modelo de Estado homogé-
neo que rechazó y persiguió las diferencias.

Ya desde el siglo xix este modelo de sociedad, que fue el caba-
llo de Troya del capitalismo, comenzó a ser cuestionado y modifi-
cado. Gradualmente, los derechos sociales y el Estado benefactor 
reorientaron las desigualdades generadas por la economía liberal. 
Paralelamente, surgió un rechazo al esclavismo y al colonialismo.

En la actualidad, las premisas que guiaron la consolidación 
de los Estados nacionales ya no gozan de demasiada validez. 
Charles Taylor ha afirmado con dureza que los pilares de la mo-
dernidad, promovidos como valores universales y trascendenta-
les, no eran más que un particularismo disfrazado de universali-
dad, pues la diversidad no sólo es una constante sociológica, sino 
que tiene un valor por sí misma para los sujetos que la portan, y 
el reconocimiento de esta diversidad es indispensable para el 
concepto de vida buena y para la dignidad de los pueblos e indi-
viduos que la predican.9

El liberalismo y el nacionalismo representan un momento 
crucial en el desarrollo de la humanidad, pues convivieron en la 
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época donde hizo explosión el avance de la ciencia y la tecnolo-
gía, en la que se consolidaron los conceptos de democracia y 
donde, a fin de cuentas, se instauró el orden mundial actual. Este 
proceso, desencadenado a la sombra del colonialismo y del surgi-
miento de las doctrinas raciales, tuvo su momento cumbre con la 
creación de la Comunidad de las Naciones (ahora Organización 
de las Naciones Unidas) a principios del siglo xx. La cara oscura de 
este modelo no se mostró en toda su crudeza hasta que la maqui-
nación del holocausto judío y la aberración del apartheid aflora-
ron con las crueldades más inimaginables a las que es capaz de 
llegar un proyecto político sustentado en la supremacía racial, 
como explicaremos a continuación.

Ascenso del combate al racismo

La falacia del individualismo liberal o puro –para no descalificar 
los principios que predica el individualismo democrático– se ma-
nifiesta al constatar que se trataba de una condición indispensable 
para impulsar el libre mercado y el nacionalismo excluyente. Por 
tanto, la misma prédica del individualismo liberal terminaba da-
ñando a los individuos, pues por un lado agudizó la pobreza y la 
explotación y, por el otro, rompió con los principios de fraternidad 
al desconocer, perseguir e incluso eliminar a los miembros de 
grupos étnico-nacionales.

La paradoja de esta posición radica en que precisamente los 
supuestos valores máximos del individualismo se supeditaron al 
imperativo de establecer el ideal colectivo del nacionalismo o, 
más exactamente, de la consolidación de las economías naciona-
les. Esto significa sin más que un individualismo puro es tan da-
ñino como un colectivismo totalitario.

El desequilibrio de tal modelo expansionista y nacionalista lle-
gó a su punto de quiebre con las guerras mundiales y el surgi-
miento del fascismo, aunque esta historia es bastante conocida 
como para replicarla en este espacio. El punto medular es que el 
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nacionalismo llegó a convertirse en un absolutismo de Estado ba-
sado en la superioridad de un pueblo y de un modo de vida.

Si bien es cierto que las doctrinas racistas fueron sistemati-
zándose gracias a la tarea de científicos e ideólogos de todo tipo 
desde los siglos xviii y xix (con el darwinismo social, el spence-
rismo y otros postulados evolucionistas), fue desde el siglo xx 
cuando proliferó la aplicación de estas teorías de manos del pro-
pio Estado. Entonces el racismo ya no sólo se convirtió en una 
ideología o en un proyecto, sino en un programa realizable, apli-
cable y verificable por parte del Estado nacional.

Todos sabemos los horrores del holocausto perpetrado por el 
nazismo alemán, en el que no solamente los judíos, sino todos 
aquellos que no cuadraban en el estándar de superioridad del 
pueblo ario fueron masacrados: gitanos, homosexuales, personas 
con discapacidad, afrodescendientes, etcétera.

Piénsese que estamos hablando sólo de la tragedia que ocasio-
nó el nazismo, pero en muchos otros países también se empren-
dieron y se siguen emprendiendo campañas de limpieza étnica en 
nombre de un nacionalismo integrista. O en el mejor de los casos, 
programas de expulsión, asimilación, segregación y otras formas 
de odio racial, como los aplicados a los kurdos en Turquía, a los 
nepalís en China, a los tamiles en Sri Lanka, etcétera.

En resumen, los Estados son en gran parte culpables y siem-
pre responsables de la invención y reproducción del racismo. Si 
bien es cierto que el etnocentrismo y el rechazo al otro puede ser 
un mecanismo psicológico inevitable en el ser humano –como 
sugirió Claude Lévi-Strauss con gran escándalo en un foro de la 
onu–,10  ello no implica que sea incontrolable. Aquí juegan un 
papel importante las instituciones públicas, pues no sólo deben 
mantenerse ajenas a cualquier preferencia u orientación que favo-
rezca a un grupo en especial, sino que también deben realizar un 
papel activo en la prevención, sanción y eliminación de los facto-
res que ocasionan la discriminación.



22 Derechos indígenas y discriminación étnica o racial

La lección del holocausto nazi y otras acciones de limpieza 
étnica es justamente esa: que en la medida en que el Estado res-
palda y promueve las investigaciones, las justificaciones y las 
instituciones que alientan la supresión y desaparición de los dife-
rentes no existe nada que pueda detenerlo.

Otro elemento que conviene tener en cuenta en el caso del 
fascismo alemán y la expansión del nacionalismo exacerbado en 
Europa podemos encontrarlo en el hecho de que, a partir de estos 
fatales acontecimientos, la comunidad de las naciones reaccionó 
ante los peligros del racismo dirigido desde el poder público. En 
efecto, en tanto que las persecuciones ocurrían en otras partes del 
mundo (los negros en Estados Unidos y África, los indígenas en 
América Latina, etcétera), pocos esfuerzos se realizaron toman-
do criterios de multilateralidad. En cambio, cuando el ácido de la 
supremacía racial comenzó a roer las entrañas de Europa, enton-
ces sí se adoptaron medidas normativas y protocolarias para po-
der paliar su profusión.

Al terminar la Segunda Guerra Mundial, se emprendió en el 
seno de la onu un amplio debate con miras a crear instrumentos 
internacionales de prevención y eliminación de los delitos de ge-
nocidio y discriminación (racial, religiosa, género, laboral, etcé-
tera). Dada la temática del presente texto, resulta elemental para 
la discusión señalar que inicialmente se aprobó un Convenio 
para la Prevención y Sanción del Delito de Genocidio (1948), 
posteriormente la Declaración sobre la Eliminación de Todas las 
Formas de Discriminación Racial (1963), y luego la Convención 
Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Dis-
criminación Racial (1965).

La diferencia entre la Declaración y la Convención es que la 
primera proclama los principios básicos del tema, los cuales no son 
vinculantes, mientras que la segunda los regula y establece com-
promisos obligatorios a los países que la firmaron.11 En este senti-
do, la Convención se convirtió en el instrumento político y norma-
tivo sustancial para combatir la discriminación étnica o racial.
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Sin el afán de reproducir su contenido, la definición que en 
ese documento se hace de discriminación racial es nodal, por lo 
que sirvió de referente para redactar nuestra propia definición 
constitucional de discriminación. Sin embargo, lo más destaca-
ble de la Convención radica en que no se trata de un listado de 
derechos, sino de una serie de medidas que los Estados firmantes 
se comprometen a cumplir para condenar y desalentar la discri-
minación racial. Es decir, se parte del principio de que los Esta-
dos son los responsables de evitar su proliferación o, en su caso, 
de sancionar los actos que inciten o devengan en la anulación o 
en el menoscabo de derechos.

En este sentido, es congruente que la Convención exija la eva-
luación constante de las normas, políticas y programas guberna-
mentales a fin de evitar réplicas excluyentes dentro de la misma 
estructura del Estado; es decir, que recomiende estar alertas ante 
la posibilidad de mantener un racismo normativo o institucional.

Más allá de las obligaciones que la Convención marca, queda 
claro que la discriminación racial, además de un hecho condena-
ble, es una conducta delictiva y, en consecuencia, es menester 
declararla un acto punible, medida que ha sido adoptada en un 
gran número de países europeos.12

Ciertamente esta Convención se elaboró pensando en el contex-
to del viejo continente y, por lo tanto, no aborda el problema de los 
derechos colectivos de los pueblos. La discriminación se asume 
como un asunto que afecta a individuos pertenecientes a minorías, 
y las salvaguardas se dirigen a proteger a los miembros de ellas. 
Incluso el mismo concepto de minoría tiene un referente muy liga-
do a lo racial, cultural, religioso o lingüístico, pero no a los derechos 
políticos o colectivos de los pueblos como tales. Pese a todo, no cabe 
duda de que la Convención propone los fundamentos del tema dis-
criminatorio y perfila el de los derechos colectivos.

En realidad, el tema de los pueblos y de las naciones tomó 
otra ruta. Mientras que la discriminación se consideró como un 
asunto interno de los Estados, el tema de los pueblos o de las 
naciones bajo opresión del colonialismo europeo se resolvió me-
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diante la independencia de muchos de los países de África y Asía. 
Este proceso se manifestó, sobre todo, en la década de los 60 y es 
conocido como el proceso de descolonización.

Esta recomposición del orden mundial dio pie al famoso Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, aprobado por la 
Asamblea General de la onu en 1966. En su artículo 1º se afirma 
que: “Todos los pueblos tienen el derecho de libre determinación. En 
virtud de este derecho establecen libremente su condición política y 
proveen asimismo su desarrollo económico, social y cultural”.13

Obviamente, tal declaración motivó a los pueblos indígenas 
de América y a otros que sufrían opresión en sus países a reivin-
dicar su derecho a la libre determinación, lo que generó una enor-
me polémica dentro de los organismos internacionales. El hecho 
es que como la onu está integrada por Estados, éstos han enten-
dido que representan a los pueblos y se autoconceden dicha sobe-
ranía, dificultando el avance y reconocimiento de los derechos de 
los pueblos indígenas.

Lo cierto es que tanto quienes estudiaron la discriminación 
como quienes se ocuparon de la descolonización ocurrida a me-
diados del siglo pasado no contemplaron explícitamente la situa-
ción específica de los pueblos indígenas. Esto por sí mismo no 
deja de ser desconcertante, pues los pueblos indígenas se carac-
terizan por encontrarse en ambas situaciones. Es decir, son pue-
blos discriminados y minorizados, pero también son objeto de 
colonización y dominación.

La doble exclusión es un indicador relevante que da cuenta 
del olvido del tema y no tanto de que sea un asunto de menor 
envergadura al de los anteriormente tratados. Por supuesto que 
también es parte de un desarrollo muy específico por el que ha tran-
sitado la propia historia de los pueblos indígenas. Ciertamente, no 
pueden considerarse minorías que deban ser tuteladas por el Es-
tado, base de muchos instrumentos internacionales, ni tampoco 
naciones que buscan la secesión, como ha ocurrido en África y 
Asia (aunque pudiera haber excepciones). Sin embargo, las rei-
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vindicaciones de los pueblos indígenas y el contexto mundial de 
fines del siglo xx permitieron por fin abrir el tema.

Los derechos indígenas y el escenario internacional

No es muy exacto afirmar que el tema de los pueblos indígenas 
fuera ajeno a la agenda de los organismos internacionales. Ya a 
mediados del siglo xx la Organización Internacional del Trabajo 
(oit) destacó la grave situación en la que se encontraban los tra-
bajadores migrantes indígenas. Fue este el motivo por el cual se 
aprobó, en 1957, un instrumento específico para mitigar dichas 
irregularidades, el Convenio 107 sobre Protección a las Pobla-
ciones Indígenas.

Aunque el nombre de este instrumento muestra a las claras la 
visión prevaleciente en el derecho internacional respecto de los 
pueblos indígenas. En este instrumento normativo ellos no eran 
considerados pueblos, sino elementos demográficos de caracte-
rísticas distintas, denominados por eso “Poblaciones”, sujetas a 
la protección del Estado y, por lo tanto, sin personalidad jurídica 
propia para poder reclamar sus derechos. Dicho en otras pala-
bras: estaban incluidos en el derecho internacional, pero como 
individuos tutelados por el Estado, cuya protección se encamina-
ba a que no fueran despojados de sus derechos laborales, en un 
esquema paternalista que no consideraba sus derechos como su-
jetos colectivos. 

Esta tendencia se rompió paulatinamente a la luz de los avances 
del derecho internacional comentados líneas arriba, en particular 
con la aprobación del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, pero sobre todo debido a las reivindicaciones de los pro-
pios pueblos para mantener su identidad pese a las políticas de asi-
milación fomentadas por los Estados. Asimismo, dos elementos 
detonantes de su inclusión como actores en el escenario internacio-
nal fueron la fuerza que consolidó al movimiento indígena y a su 
lucha por lograr un espacio de participación dentro de la onu.



26 Derechos indígenas y discriminación étnica o racial

Justamente a principios de los 80 se integró un grupo de tra-
bajo sobre el tema, conformado por representantes indígenas y 
expertos, quienes se encargaron de redactar una declaración de 
derechos indígenas. A pesar de que en la onu se dio esta apertura, 
los avances reales ocurrieron primero en la propia oit, la cual al 
ver cuestionado el Convenio 107 emprendió la elaboración de un 
nuevo instrumento.

Tal suceso es digno de tomarse en cuenta, pues antes que la 
onu, la oit puso a votación, en 1989, el Convenio 169 sobre Pueblos 
Indígenas y Tribales en Países Independientes, que dio el paso im-
portante de llamar pueblos a quienes habitaban los territorios don-
de existían los Estados y a considerar abiertamente los derechos 
colectivos, como el derecho a decidir libremente su desarrollo, el 
derecho a mantener su derecho consuetudinario, el derecho al te-
rritorio y otros que México, como segundo país ratificante del 
Convenio, intentó incluir en el artículo 2 constitucional.

Una cláusula del Convenio especifica que el término “pueblo” 
no puede entenderse como lo solía definir el derecho internacio-
nal; es decir, cancela la validez de los pueblos como sujetos en las 
instancias internacionales, pero dentro de los propios Estados re-
conoce que deben gozar de plena igualdad y derechos, tanto en el 
plano individual como en el colectivo. Para mayor precisión trans-
cribiremos tres de los artículos del Convenio:

Artículo 3.1. Los pueblos indígenas y tribales deberán gozar plenamente de los 

derechos humanos y libertades fundamentales, sin obstáculos ni discrimina-

ción. Las disposiciones de este Convenio se aplicarán sin discriminación a los 

hombres y a las mujeres de esos pueblos [...].

Artículo 4.1. Deberán adoptarse las medidas especiales que se precisen para 

salvaguardar a las personas, las instituciones, los bienes, el trabajo, las culturas 

y el medio ambiente de los pueblos interesados [...].

Artículo 5. Al aplicarse las disposiciones del presente Convenio deberán reco-

nocerse y protegerse los valores y prácticas sociales, culturales, religiosos y 

espirituales propios de dichos pueblos y deberá tomarse debidamente en consi-

deración la índole de los problemas que se les plantean tanto colectiva como 

individualmente.
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Resulta notorio, en contraste con lo que se pensaba hace algu-
nos años, que los indígenas ya no son individuos pertenecientes a 
minorías a las que debe brindar protección el Estado, sino que se 
trata de colectividades con derechos que buscan su autorrealiza-
ción en un marco de igualdad con el Estado que las alberga.

En la onu, la comprensión y aprobación de este punto fue un 
tema más complicado, pero finalmente, en 2007, se aprobó la De-
claración sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, que en 
un sentido más amplio, aunque no vinculante u obligatorio, pro-
clamó principios muy similares:

Artículo 2. Los pueblos y las personas indígenas son libres e iguales a todos los 

demás pueblos y personas, y tienen derecho a no ser objeto de ninguna discri-

minación en el ejercicio de sus derechos, en particular en el fundado en su ori-

gen o identidad indígenas.

Artículo 3. Los pueblos indígenas tienen derecho a la libre determinación. En 

virtud de ese derecho determinan libremente su condición política y persiguen 

libremente su desarrollo económico, social y cultural.

Tal vez no sea necesario decirlo, pero el derecho internacional 
es sobre todo una aspiración, un parámetro que sirve de orienta-
ción a los países miembros para que mejoren y adapten su orden 
interno. Su impacto, por lo tanto, no es inmediato, pero es efecti-
vo en la medida en que se convierte en principios universales 
reclamables, como de hecho ha sucedido a través de la modifica-
ción de las legislaciones nacionales, entre ellas la mexicana.

Un gran número de países latinoamericanos se han proclama-
do naciones pluriculturales o multiculturales, lo cual ha roto con 
la falsa percepción de que eran naciones unificadas en torno a un 
pueblo homogéneo o monocultural. Con todo, esta mera declara-
toria, aun siendo constitucional, no significa el fin de la exclusión 
de los pueblos y la discriminación de las personas que pertene-
cen a ellos.

Se ha dado el gran paso de crear el imperativo jurídico que 
descalifica y sanciona la discriminación colectiva e individual 
por motivos étnicos o raciales, pero falta traducir este ideal en 
una condición efectiva y de largo alcance. No basta con tener la 
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conciencia del respeto a los pueblos si no se generan los cambios 
que la propia ley contempla.

Este es, por supuesto, un largo camino que falta por recorrer, 
pues entre las normas y las formas existe una gran distancia. La 
discriminación étnica en México y en el mundo es un hecho real 
que apenas comienza a considerarse y que está lejos de resolver-
se. De hecho, observamos una mutación o una transformación de 
sus manifestaciones, como si su denuncia condujera a encubrirla 
o camuflarla bajo nuevos rostros, caras o, mejor dicho, máscaras, 
que según el contexto y el escenario se disfrazan para reproducir-
se de las maneras más inesperadas.
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Las máscaras del racismo

Pensar que la discriminación racial se reduce únicamente a la vio-
lencia física o psicológica que un individuo sufre en razón de su 
pertenencia étnico-nacional, olvidando su amplia gama de mani-
festaciones, oculta su realidad multifacética y, por lo tanto, impide 
su control y erradicación.

Cualquier tipo de discriminación, incluyendo la étnica, tiene 
como efecto la privación o la disminución de un derecho –cuestión 
que es sancionada por la legislación–, pero su origen o sus causas 
pueden estar envueltas en verdaderas telarañas de significados y 
presupuestos sociales a las que a veces no alcanzamos a percibir.

Estas diferentes máscaras del racismo son las que debemos ir 
desentrañando con el fin de poder afrontarlas oportunamente. Tan-
to las formas evidentes de discriminación como las ocultas son 
igual de perjudiciales, pues unas incuban a las otras, dividen a la 
sociedad y jerarquizan el goce de los derechos y beneficios que 
produce la comunidad.

Existe un racismo crudo y evidente, que puede producir la 
condena por parte de cualquiera que lo presencie, pero hay otro 
encubierto y disimulado, susceptible de gozar de aceptación in-
cluso del mismo sujeto contra quien va dirigido –como la identi-
dad negativa que provoca en el sujeto el rechazo de su lengua, su 
apariencia y los valores de su pueblo.

En un momento dado, la discriminación oculta puede ser más 
dañina, puesto que difícilmente es denunciada y contribuye a nor-
malizar y acumular sus efectos perniciosos. La falta de participa-
ción política de los grupos minorizados, por ejemplo, produce una 
réplica de la exclusión, pues al no poder manifestarse sus intereses 
y particularidades, se generan normas que propician aún más su 
marginación o desaparición. Así sucede, por comentar uno entre 
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tantos casos, con las legislaciones en materia municipal o de aso-
ciaciones religiosas, que definen una serie de requisitos basados 
en las instituciones sociales propias de la sociedad dominante 
(partidos e iglesias), con lo cual terminan por impedir la posibi-
lidad de reproducción de las formas políticas y religiosas comu-
nitarias que se sostienen desde otros principios: vida asamblearia 
y no de partidos; religión popular y no de iglesias; etcétera.

En este sentido, la discriminación no se restringe a las conse-
cuencias materiales o emocionales que pueda producir sino, como 
hemos insistido, a una perversión del orden social en su conjunto, 
que hace permisiva la existencia de instituciones y normas suscep-
tibles de contribuir a las exclusiones y jerarquizaciones. Y estas 
manifestaciones no sólo son las más difíciles de percibir, sino que 
la ideología dominante las considera políticamente correctas.

Al respecto, resulta de suma importancia mencionar que las 
doctrinas de supremacía racial o nacional –cuya contraparte inevi-
table es la minorización e inferiorización del diferente– no siem-
pre implican explícitamente la intención de exterminar o segregar. 
Este caso es el modelo típico del holocausto nazi, del apartheid y 
del nacionalismo extremo. Sin embargo, la supremacía y el poder 
de un grupo sobre otro también pueden tener la intención de asi-
milar, aculturizar e incluso de mejorar racialmente a quienes se 
alejan de los valores y modelos vida del grupo dominante. Tales 
políticas o doctrinas de igualación pueden sostenerse en discursos 
paternalistas y bien intencionados, pero cuyo fondo consiste en no 
aceptar al otro ni tomar en cuenta sus aspiraciones. A fin de cuen-
tas, la intención de hacer a un lado –o por el contrario, de igualar– 
se basa en un principio de superioridad inaceptable que convierte 
a los sujetos en entes pasivos y manipulables, en oposición a los 
principios de libertad y fraternidad proclamados universalmente.

Por todo lo anterior, es menester poner atención en estas dos 
grandes categorías de discriminación étnica o racial que, siguien-
do a Taguieff, podemos llamar respectivamente la “lógica de la 
diferenciación” y la “lógica de la igualación”.14 La primera con-
siste en un rechazo frontal a las diferencias con el fin de segregar-
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las o exterminarlas. La segunda pretende tolerar o acomodar a los 
sujetos en tanto se asimilan y se funden con la sociedad dominan-
te. Una puede ser directamente violenta y la otra ideólogica, pero 
ambas buscan la desaparición del otro y son, por tanto, violentas.

Ambas formas, por supuesto, no se encuentran en estado puro, 
ya que pueden coexistir y predominar cualquiera de ellas en un 
momento determinado. Por ejemplo, negarse a la asimilación pue-
de desencadenar la segregación, o resistir el exterminio puede 
inducir a las políticas asimilacionistas –como ocurrió finalmente 
en México con los pueblos indígenas. No obstante, ambas moda-
lidades atentan contra el derecho fundamental de libre determina-
ción de los pueblos y, llevadas al extremo, estas ideologías pueden 
desencadenar el genocidio (eliminación física) o etnocidio (elimi-
nación cultural) de un pueblo. Por ello, pueden ser tan perjudicia-
les tanto las políticas fascistas como las paternalistas.

En resumen, aunque con Lévi-Strauss podríamos decir que 
sentirse etnocéntricamente superior es inherente a la naturaleza 
humana, gracias a los estudios situacionales nos damos cuenta de 
que cada contexto produce una forma muy peculiar de discrimi-
nación racial, y de que difícilmente puede ser reducida a un tipo 
de acto o doctrina.

El gran cambio que vemos en nuestra época es que las ideas de 
superioridad racial ya no cuentan con la aceptación pública de an-
tes. Hoy el racismo abierto es una excepción. Los nazis skinheads 
(cabezas rapadas) o los grupos supremacistas como el Ku Klux 
Klan (kkk), aunque no han dejado de tener partidarios, son grupos 
cuyas pretensiones y actos rayan en lo ilegal o son considerados 
ilegales. La mayoría de los Estados se declaran más bien simpati-
zantes del multiculturalismo o de la convivencia intercultural.

Lamentablemente, esto no significa que la discriminación y el 
racismo hayan terminado. Todo lo contrario. Las recientes confe-
rencias internacionales para combatir la discriminación racial y 
otras formas conexas de intolerancia dan cuenta del resurgimien-
to de la persecución y del rechazo hacia las minorías nacionales. 
Sin embargo, este nuevo racismo –o “neoracismo”, como se le ha 
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dado en llamar– evita efectuar descalificaciones basadas en la 
superioridad de un grupo sobre otro.

La mutación que observamos actualmente más bien se dirige 
a señalar ciertas características negativas que no se atribuyen di-
rectamente al grupo, sino que emanan de su condición social, cul-
tural o económica. Es decir, se evita estigmatizar al grupo por 
sus características físicas o de pertenencia étnico-nacional, pero 
en cambio se le atribuyen características esencializadas por ra-
zones circunstanciales. Es el caso de algunos grupos migrantes o 
religiosos, rechazados por presumir que son violentos, intolerantes 
e, incluso, terroristas. Por ejemplo, en Estados Unidos se han for-
mado asociaciones de ciudadanos que, armados con rifles y bates 
de madera, tratan de repeler a los migrantes. Formalmente, aducen 
el derecho de soberanía y no el odio racial para actuar de ese modo, 
pero por lo general tienen la idea de que los migrantes forman un 
ejército de delincuentes, narcotraficantes y hasta terroristas.

Como lo veremos con más detalle posteriormente, la crimina-
lización de las conductas típicas de un grupo minoritario es una 
manera muy frecuente de discriminar y de negar derechos basán-
dose precisamente en argumentos pseudolegales. Sobre este pun-
to, Michel Wieviorka ha sostenido que en realidad no existe un 
neoracismo o racismo cultural, sino que se trata de una tendencia 
que inclina la balanza a la persecución de ciertos rasgos, aunque 
no dejan de ser los atributos dirigidos hacia un pueblo o nación.15 

Ya hemos dicho que el racismo no se define únicamente por 
los elementos físicos o el fenotipo, sino por una combinación de 
elementos objetivos y subjetivos, materiales y morales. Lo que 
sucede es que los flujos de migración masiva del hemisferio sur 
al norte, y más recientemente la paranoia del terrorismo –de nue-
vo la reacción cuando las naciones dominantes ven desestabiliza-
do su orden mundial– han girado la atención a un fenómeno real 
pero sobredimensionado. Una de las intenciones de este trabajo 
es recordar que, más allá de las novedades y tendencias de la 
discriminación, los pueblos indígenas y otras minorías no han 
superado la situación subordinada en la cual se encuentran desde 
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hace muchos siglos. De hecho, las nuevas crisis mundiales reper-
cuten generalmente en los grupos que tradicionalmente han sido 
inferiorizados y discriminados.

La gran novedad, en todo caso, es que los grupos que tradicio-
nalmente han utilizado el racismo para ofender y dominar, ahora 
lo invierten con miras a defenderse e impedir ser rebasados por la 
inmigración demográfica y el renacimiento de las identidades. 
Las naciones que antaño fueron migrantes y colonizadoras ahora 
reaccionan ante la migración y la colonización invertida.

Dicho lo anterior, es necesario no perder de vista esas formas 
continuas y básicas que caracterizan a la discriminación étnica o 
racial, sin por ello dejar de mencionar las mutaciones y adapta-
ciones observadas en el mundo global contemporáneo.

Las formas elementales del racismo 

Siguiendo la propuesta analítica de Wieviorka, en este apartado 
reseñaremos las formas elementales del racismo que él conside-
ra, es decir, las modalidades más notorias que pueden identifi-
carse al contemplar el fenómeno discriminatorio por razones de 
orden étnico, racial o nacional. Es posible confeccionar otra cla-
sificación, más detallada o simplificada, pero creemos que la 
suya contempla los aspectos básicos de la discriminación racial. 
Se trata, ante todo, de una propuesta analítica, que en cada con-
texto o situación varía y se reinterpreta.

Antes de proceder a comentar estas formas elementales es 
necesario subrayar una premisa sociológica sobre la base que 
sostiene las ideas, actos e instituciones fundadas en el racismo, 
afirmando que una cosa son las razas y otra este último. Unas 
corresponden al orden de lo biológico y el otro al de lo social.

En la actualidad, muy pocas teorías siguen sosteniendo la exis-
tencia de las razas, pero no puede negarse el hecho de que la revo-
lución genética, en especial el estudio del genoma humano, ha he-
cho resucitar el tema. Sin embargo, se trata de una preocupación 
esencialmente biologicista, muy distinta a lo que llamamos racis-
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mo. ¿Por qué lo decimos? Porque aun probándose la existencia de 
las razas, el racismo no se basa en la demostración objetiva y 
certera de que alguien pertenezca a una u otra de ellas, sino en un 
presupuesto social, aprehendido y trasmitido, que prejuzga y es-
tigmatiza a un colectivo determinado, como lo demuestra el he-
cho de que un grupo en esta circunstancia puede a su vez no ser 
discriminado en otro contexto o que un grupo discriminado en 
un lugar es considerado superior en un contexto diferente.16 Di-
cho en otras palabras, la biología puede llegar a sus propias con-
clusiones sobre las razas, pero el racismo como fenómeno social 
parte de otros principios. A saber, se construye, se reproduce y se 
hace efectivo sólo en un contexto social determinado. El racismo, 
decíamos antes, es una invención social. La constatación fehacien-
te de este hecho se observa cuando, ocultando nuestro aspecto y 
comportamiento estigmatizado, evitamos la discriminación racial. 
Es decir, socialmente puede crearse, pero también esquivarse, la 
discriminación mediante la negación o imitación de la identidad.

Una razón más que desacredita cualquier argumento fundado 
en la superioridad racial se apoya nada menos que en el pacto 
social moderno, el cual no concibe los derechos con base en las 
cualidades físicas o naturales. De otra manera imperaría la ley 
del más fuerte. El derecho moderno tiene como uno de sus fun-
damentos la igualdad en dignidad y derechos, postulando que 
formamos parte de un orden civil, no natural.

Con lo anterior, no pretendemos sostener que el racismo surge 
de la nada. Por el contrario, se inventa en el sentido de que se crea 
a partir de ciertos elementos, reales o ficticios, que son achacados 
al pueblo de referencia, pero que ciertamente se utilizan para ne-
gar y suprimir sus derechos. Desde esta lógica, la responsabilidad 
de la anulación de derechos se carga al propio grupo discrimina-
do, como cuando a los pueblos colonizados se les despojó de sus 
territorios argumentándose que carecían de propiedad privada, lo 
cual se consideraba un signo de pasividad y atraso.

No siempre existe una base real para desacreditar al grupo dis-
criminado, como cuando debido a una carencia, por ejemplo de 
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tecnología industrial, se atribuye inferioridad, ya que quien resulta 
estigmatizado puede tener avances en otros aspectos –como la me-
dicina y la astronomía, que era más avanzada entre los pueblos 
mesoamericanos que en los europeos.

El racismo, entonces, es una construcción hasta cierto punto 
prejuiciada, que parte por lo general del desconocimiento premedi-
tado de lo que es el otro. Ello puede ser independiente de que exis-
tan o no relaciones entre el grupo dominante y el estigmatizado. La 
intensificación del contacto es posible que dé lugar a un mayor dis-
cernimiento y entendimiento o, por el contrario, al fomento de odios 
y temores. Todo depende del nivel de competencia por los recursos 
escasos y de los intereses que existan entre las partes.

Aquí ya estamos hablando de lo que sería el primer nivel o 
forma elemental de racismo, consistente en la definición de atri-
butos negativos del grupo racializado. A este primer nivel lo lla-
maríamos del prejuicio, en el sentido de que se trasmiten nociones 
y definiciones preconcebidas del diferente mucho antes de que 
exista un conocimiento profundo del mismo. Estos prejuicios ya 
conformados se refieren a ciertos rasgos generales o estereotipos, 
pero el estereotipo es esencialmente negativo, ya que no es sola-
mente una generalización que toma como referente ciertos rasgos 
básicos, sino que tales rasgos son estigmatizados, desvalorizados 
o deteriorados con el fin de infravalorar a sus portadores.

Un resultado de este racismo prejuiciado es el que se manifies-
ta en opiniones negativas sobre el otro, como burlas, sarcasmos, 
descalificaciones, ofensas y ridiculizaciones, y que tiene por obje-
to marcar las diferencias jerárquicas entre actores sociales con 
miras a la explotación o la dominación, lo cual contribuye a re-
afirmar las exclusiones, a marginar y a hacer efectivas las distin-
ciones que materializan los intereses grupales.

Un segundo nivel de discriminación surge cuando los prejui-
cios y estereotipos se vuelven sistemáticos y sirven para organi-
zar la toma de decisiones, tanto de sectores sociales como empre-
sariales u otros ámbitos focalizados. Por ejemplo, impedir habitar 
en un barrio determinado, restringir el empleo en ciertos ramos, 
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no permitir la entrada a escuelas exclusivas, etcétera. Su efecto es 
la violencia y la segregación espacial, laboral y educativa.

Si en el primer nivel el prejuicio se localizaba en las relacio-
nes interpersonales, este racismo violento y segregacionista dis-
tingue al modus operandi de todo un grupo en particular. Si aquél 
podía considerarse un infrarracismo, éste es definitivamente un 
racismo evidente, aunque fragmentado en el sentido de que no 
toda la sociedad lo comparte. 

La tercera forma elemental se da cuando el racismo alcanza tal 
nivel de expansión que surgen ideólogos y organizaciones que co-
mienzan a sistematizar y a darle un sentido coherente a todo el con-
junto de estereotipos y acciones negativas dirigidas contra el grupo 
racializado. En este nivel podemos encontrar ya un proyecto defi-
nido sobre el lugar, el rol o el destino que deben ocupar los grupos 
discriminados, y estos ideólogos u organizaciones se imponen el 
propósito de lograrlo. Por eso a este racismo podría llamársele 
racismo político, pues ya existe una organización que difunde y 
promueve la doctrina. De hecho, puede influir o ser parte de los 
principios rectores de un partido político y, evidentemente, sus 
actuaciones se tornan públicas y conocidas, pues posee un incon-
fundible sesgo propagandístico.

El cuarto y último nivel lo hallamos cuando todas las expre-
siones y acciones supremacistas se funden y encuentran albergue 
dentro de las propias estructuras del Estado. Esta fusión del ra-
cismo es, obviamente, la más perniciosa, pues no sólo se institu-
cionaliza, sino que se convierte en un sistema articulado y finan-
ciado que permea toda la sociedad y que no necesita de actores 
visibles, ya que toda la maquinaria estatal opera contra el grupo 
racializado.

En tal situación, podemos esperar las medidas más radicales 
para eliminar o inferiorizar a dicha colectividad: desde el exter-
minio, la deportación, la esterilización o la reproducción forzada 
(violaciones sexuales), hasta la prohibición de manifestar cual-
quier rasgo o práctica que disienta del orden dominante (lengua, 
vestido, creencias, instituciones), con el fin de lograr la estanda-
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rización y homogeneización a un modelo ideal impuesto por la 
hegemonía cultural.

Estas formas elementales del racismo sugeridas por Wievior-
ka desentrañan muy bien una tipología social (no biológica) del 
racismo, sobre todo su aspecto procesal y acumulativo. Sin em-
bargo, existen algunos aspectos no contemplados en este análisis 
fenomenológico. Por ello quisiéramos referirnos, en concreto, a 
las implicaciones del nivel del prejuicio y los estereotipos, que él 
califica de infrarracismo, pues no se constituyen en algo genera-
lizado ni violento. El autor sugiere que no hay la misma gravedad 
ni las mismas implicaciones que en el nivel de la fusión del racis-
mo con el Estado, pero como tendremos la oportunidad de co-
mentar al analizar el caso específico de los pueblos indígenas, el 
nivel del prejuicio también puede ubicarse en una etapa posterior 
a cuando el Estado o un proyecto nacionalista ha alcanzado tal 
refinamiento que ya no necesita emplear métodos coercitivos o 
violentos con el fin de ejercer su dominio.

De hecho, como señala Foucault, una característica de la he-
gemonía es que se incrusta en la voluntad de las personas y de las 
rutinas institucionales sin necesidad de la fuerza, naturalizando 
su existencia y normalizando su aplicación.17 En este sentido, el 
supuesto infrarracismo o el racismo cotidiano, a simple vista ino-
cente, puede ser resultado de una política histórica y sistemática, 
que a fuerza de aplicarse y mantenerse por un tiempo prolongado 
se vuelve invisible (por usar un concepto de moda), intersticial, 
natural y normal.

Este racismo difuso es, en realidad, el más complicado de erra-
dicar; por eso, la Convención Internacional (1965), contra la dis-
criminación racial, es enfática al insistir en que los Estados son 
los responsables de evitar la propagación e incitación al odio ra-
cial en cualquiera de sus formas, incluyendo el que está incrusta-
do en las instituciones y las legislaciones.

¿Cómo entender que pese a que todos los Estados condenan 
el racismo y emprenden medidas para suprimirlo, éste se repro-
duzca, perpetúe e incluso se expanda de otras maneras inimagi-
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nables?; ¿resulta imposible controlarlo debido a que es consus-
tancial a la naturaleza humana o porque su fuente de creación es 
algo tan inmaterial como un sistema político?; ¿queremos ver 
racismo donde no lo hay o más bien está en todas partes?

Realizaremos un breve comentario sobre este dilema antes de 
entrar de lleno en la discriminación a los pueblos indígenas.

Las elites y la reproducción del racismo

Un hecho paradójico en la actualidad es que contamos con herra-
mientas analíticas suficientes para comprender lo que es la discri-
minación racial, así como con instrumentos jurídicos y políticas 
gubernamentales para prevenirla y, sin embargo, su perniciosidad 
es tal que sigue reproduciéndose.

Consideramos que existen dos factores decisivos que mantie-
nen este círculo vicioso. El primero de ellos se debe a que, en el 
fondo, muchos de los Estados no le conceden la importancia que 
merece al tema, minimizando sus consecuencias o incluso negan-
do su existencia. El segundo es que, como lo hemos venido co-
mentando, el racismo se esconde en discursos y políticas cultura-
listas o legalistas que mantienen y hasta propician su expansión.

En este juego simultáneo de negación y expansión del racismo 
desempeñan un papel relevante las elites políticas y empresaria-
les, ya que como ha señalado Teun van Dijk, son ellas las que 
controlan las instancias de decisión política y producen los discur-
sos e imágenes que justifican las jerarquías étnico-raciales.18

Por una parte, aunque los Estados se adscriben a la lucha con-
tra el racismo condenando y programando su erradicación, pocos 
son los resultados alcanzados. Una evaluación somera de esta 
circunstancia muestra rápidamente que en realidad existe poca 
voluntad para remediarla. Los indicadores son varios. Un gran 
número de países simplemente niega que exista el racismo con 
argumentos simplistas o eufemismos que denotan, en su misma 
negación, que no han comprendido el problema o que tratan de 
tapar el sol con un dedo. Afirman, por ejemplo, que como sus le-
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yes prohíben la discriminación, que el Estado no la tolera ni la 
practica. Otros argumentan que el racismo existía en épocas pre-
téritas, pero no actualmente; que más bien se trata de un problema 
de otras naciones. Algunos incluso aceptan que puedan existir 
hechos aislados de racismo, incidentes menores e intrascendentes. 
Por último, también suele decirse que hay grupos étnicos o nacio-
nales que viven en condiciones de desventaja socioeconómica, 
pero que las mismas son un problema histórico, atávico, que poco 
a poco se irá resolviendo.19

En resumen, es difícil hallar un Estado que asuma el racismo 
como una cuestión central, pues a fin de cuentas ven en él un con-
junto de actos premeditados de mala fe o violentos, no el resultado 
de un conjunto de condiciones de desigualdad y desventaja es-
tructural ni un sistema sociopolítico organizado para excluir a los 
diferentes. Pero si revisamos la Convención Internacional (1965), 
contra la discriminación racial, queda claro que este concepto se 
refiere a cualquier acción que produzca menoscabo de derechos, 
sea por la fuerza o por otro medio, con intención o sin ella.

A tal estado de la cuestión podemos sumarle la aparición del dis-
curso multicultural, pues aunque ciertamente se trata de un avance 
político y legal, cuando se utiliza como retórica o con el fin de aplicar 
programas culturalistas, en poco contribuye a remediar el proble-
ma de fondo, que se ubica en la necesaria distribución de pode-
res, control de recursos y, en fin, en la modificación integral de la 
sociedad.

Por otra parte, además de que los Estados abordan tangencial-
mente este flagelo, las elites políticas se encargan de perpetuarlo. 
Aquí retomamos otra vez la tesis de Van Dijk, donde nos recuer-
da que los órganos políticos y los medios de comunicación masi-
va están bajo la conducción de personajes que atienden a los inte-
reses del modelo de sociedad racial dominante. Por lo tanto leyes, 
políticas y mensajes tienen preferencias que claramente perjudi-
can a los grupos racializados.

En el ámbito político podemos mostrar también circunstan-
cias recurrentes de exclusión y negación de derechos. Ya mencio-
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namos la falta de participación en los foros legislativos, pero otra 
forma discriminatoria muy común consiste en desconocer el es-
tatus o rango de las autoridades que representan a los pueblos. 
Dado que muchos de estos representantes son elegidos bajo nor-
mas y procedimientos propios, se les niega carácter oficial, y por 
lo tanto son tratados como ciudadanos comunes y corrientes. La 
descalificación constante a estas autoridades o, peor aún, a las 
peticiones o decisiones que toma un pueblo, pueden a su vez oca-
sionar inconformidades, protestas y actos considerados fuera de 
la ley.

Los políticos, por supuesto, invitan a los inconformes a solu-
cionar sus diferendos mediante las vías institucionales y legales 
establecidas las cuales, como acabamos de decir, no proporcio-
nan los medios para que el reconocimiento de las instituciones y 
autoridades de los pueblos tengan representación. A final de cuen-
tas, los líderes y los propios pueblos son estereotipados como in-
conformes, desestabilizadores del orden, rebeldes y violentos, por 
lo que se termina criminalizando y estigmatizando su forma de 
ser, tanto individual como colectiva.

Aquí es donde entra en juego el protagonismo de los medios 
de comunicación en la difusión y proliferación de los prejuicios. 
El mismo Van Dijk ha destacado el hecho de que las minorías 
racializadas sólo suelen aparecer en los medios de comunicación 
cuando ocurren eventos negativos, generalmente hechos violen-
tos, conflictos, costumbres violatorias de derechos, etcétera. En 
cambio, la discriminación y exclusión sistemáticas que sufren 
rara vez se convierten en una nota destacable. En todo caso, 
cuando se valora lo diferente, se tiende más bien a folclorizar y 
exotizar sus rasgos. Pocas veces se señalan las contribuciones 
sociales, políticas, culturales y materiales que los pueblos origi-
narios aportan a la sociedad en su conjunto.

Sin pretender extender más los ejemplos sobre cómo las elites 
dirigen la valoración de la cultura dominante en detrimento de los 
pueblos y naciones minorizadas, no quisiéramos dejar de mencio-
nar el impacto que tiene en la reproducción del racismo el sistema 
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de enseñanza escolarizado, pues como vimos desde un principio, 
hasta los propios profesores suelen ser vehículo del aprendizaje dis-
criminatorio. Aunque esto no es más que el resultado de los conte-
nidos educativos, los cuales inculcan el conocimiento desde una 
perspectiva monocultural, donde la historia, los valores y los cono-
cimientos responden a un modelo de sociedad que no incluye a to-
dos sus integrantes.

Como se ha sugerido en otros cuadernos de esta colección, la 
simple prohibición de la discriminación o los discursos edifican-
tes de los políticos no garantizan un cambio real. Es necesario 
atacar el origen y los vehículos que transportan la discriminación 
hacia todos los rincones del orden social. Por supuesto, ello re-
quiere de un replanteamiento de nivel general que, como ya se ha 
insinuado, abarca desde una forma de representación democráti-
ca donde participen los pueblos hasta la distribución efectiva de 
recursos, de acuerdo con el principio del reconocimiento y de la 
puesta en práctica de los derechos colectivos proclamados por el 
derecho internacional y por el nacional.
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Los pueblos indígenas y 
la discriminación en México

Hemos comentado que, en términos históricos, el tema de los de-
rechos indígenas y la discriminación étnica que han padecido es-
tos grupos apenas ha empezado a cobrar relevancia pública en las 
últimas décadas. La marginación secular de su situación se debe 
a que, o los Estados nacionales negaban su existencia, o bien con-
sideraban que estaban en vías de asimilación.

Varios acontecimientos de escala mundial han determinado 
que actualmente vivamos en un escenario diferente, donde si bien 
es cierto que no existen soluciones definitivas, al menos surgen 
espacios de liberación. El primero de ellos, ya descrito, fue la des-
colonización de los pueblos africanos y asiáticos a mediados del 
siglo xx, pues a partir de entonces el colonialismo perdió legitimi-
dad y abrió la puerta para que el tema fuese discutido en América 
Latina.

Otro momento definitivo fue el fin de la Guerra Fría, cuyo fi-
nal simbólico fue la caída del Muro de Berlín en 1989. Al termi-
nar la hegemonía bipolar de los Estados Unidos de América (eua) 
y de la Unión de las Repúblicas Socialistas Soviéticas (urss), re-
surgieron los nacionalismos y neotribalismos antes suprimidos. 
Ahora bien, este mismo acontecimiento se desenvolvió dentro de 
un proceso de globalización diferenciada.

Por globalización diferenciada entendemos la existencia de 
fenómenos de alcance mundial que siguen caminos distintos y 
contradictorios. Podemos destacar entre ellos, por ser de interés 
para nuestro análisis, la globalización comunicativa y comercial, 
que lleva a todas partes del mundo ciertos valores y mercancías 
estandarizadores. Simultáneamente, o mejor dicho, como contra-
parte de esta tendencia comunicadora que acerca al mundo y au-
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menta la producción, se incrementan de manera vertiginosa los 
flujos migratorios en todo el planeta, los cuales alientan la trans-
migración no sólo de las personas sino de las identidades cultu-
rales.

El multiculturalismo, por tanto, se convierte en la otra cara de 
la moneda de la globalización homogeneizadora. Estos efectos 
contradictorios también se replican al interior de los países. En 
efecto, la expansión de la economía global genera, entre otras mu-
chas consecuencias, que las economías nacionales se debiliten. El 
mismo Estado se achica y da pie a su desmantelamiento social y 
a las políticas asistencialistas –lo que ha sido calificado como 
neoliberalismo.

En este contexto, podemos observar que surgen varias condi-
ciones propicias para que los pueblos indígenas se conviertan en 
actores políticos relevantes. Podemos resumirlas en dos puntos: 
a) el factor externo de la consolidación de una cultura de los de-
rechos humanos que reconoce la libre determinación de los pue-
blos; y b) el factor interno del agotamiento del Estado social y de 
las políticas indigenistas que trataban de asimilar al indio a la 
cultura nacional hegemónica.

Esta nueva cultura de derechos y el surgimiento de un movi-
miento indígena que los reivindica hacen inevitable el replantea-
miento de las bases jurídicas y políticas sobre las que se sostenía 
el viejo Estado-nación. Por supuesto que esta lucha no es nueva. 
Los siglos xix y xx estuvieron marcados por una serie de rebelio-
nes que se opusieron al despojo de territorios y derechos políti-
cos, pero sólo en la actualidad encontraron condiciones para te-
ner una mayor repercusión de alcance extralocal.

La clave radica en que anteriormente se concibió a los pueblos 
indígenas como un factor de atraso para la modernidad, y al día 
de hoy, después de una batalla ideológica muy larga, se considera 
que son parte constitutiva y enriquecedora de las naciones. Un 
punto de quiebre de esta nueva corriente surgió en América La-
tina: un grupo de líderes indígenas y de científicos sociales se 
reunieron en Barbados en 1971 y condenaron las políticas indige-
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nistas de asimilación por considerarlas una forma de etnocidio 
(asesinato cultural).20

El quiebre se produjo cuando, sobre todo los antropólogos, 
creadores e ideólogos del indigenismo asimilacionista de princi-
pios de siglo xx, llevaron a cabo una revisión propia y crítica de 
los impactos que sus aportes habían producido. Es decir, el mo-
delo de Estado-nación homogéneo se fracturó a partir de que per-
dió vigencia entre sus apologistas, quienes empezaron a simpati-
zar con las reivindicaciones indígenas. 

En este sentido, dado que la intelectualidad orgánica ya no 
compartía los principios de alienación del otro, su realización se 
hizo todavía más complicada. Es aquí donde apreciamos que la 
cultura de los derechos humanos y de la revisión de los modelos 
democráticos de participación inició la demolición del Estado-
nación monocultural y homogéneo.

El mito de que en América Latina se vivía una democracia 
racial, ya fuera porque se había producido un mestizaje exitoso o 
porque los indígenas habían sido exterminados (como se presu-
mía en el Sur), se fue desvaneciendo crudamente por la constata-
ción no sólo de identidades étnicas vigorosas, sino por la conso-
lidación de un movimiento político amplio que se manifestaba en 
todos los foros nacionales e internacionales.

Es cierto que la opresión y la subordinación continuada de los 
pueblos indígenas ha desestructurado, aculturizado y descaracte-
rizado a muchos de ellos, pero los que han permanecido en resis-
tencia o se encuentran en un franco proceso de hibridación tienen 
los mismos derechos de mantener o de reconstituir sus institucio-
nes, territorios u otros elementos de sus identidades, cualesquiera 
que éstos sean.

El proceso es ya irreversible, tanto en América como en el res-
to del mundo. Cada país debe encontrar las reformas políticas y 
legislativas adecuadas para facilitar el tránsito del modelo de na-
ción monocultural al modelo pluricultural, a riesgo de mantener las 
desigualdades entre los pueblos y los conflictos que de ellas deri-
van. Esta transición no deja de ser algo tortuosa e incierta, dado que 
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es necesario romper con muchos privilegios y prejuicios. Como de-
cía Albert Einstein, quien vivió de cerca los horrores de la guerra y 
el racismo, “es más fácil romper un átomo que un prejuicio”.

En el derecho internacional ya están sentadas las bases para 
comenzar a corregir la discriminación atávica que han vivido los 
pueblos indígenas: por un lado, haciendo efectivos los derechos 
colectivos reconocidos en la Declaración de Naciones Unidas 
sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas (2007) y en el Con-
venio 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales de la oit (1989). 
Por otro lado, aplicando de manera sistemática los principios pro-
gramáticos de la Convención Internacional sobre la Eliminación 
de Todas las Formas de Discriminación Racial (1965) y los acuer-
dos alcanzados en la Conferencia de Durban (2001).

La armonización de estas convenciones y resoluciones inter-
nacionales en el ámbito doméstico de las naciones es el paso más 
complicado, pues ya hemos visto que la voluntad de los Estados 
es muy limitada. Ratificar los instrumentos del derecho interna-
cional no necesariamente implica su cumplimiento cabal. La ten-
dencia más común es adoptarlos sin aportar las herramientas ju-
rídicas, políticas y económicas para hacerlos posibles.

En América, un considerable número de países ha modificado 
sus constituciones o leyes generales, reconociendo el carácter multi-
cultural de las naciones y enumerando muchos de los derechos co-
lectivos de los pueblos indígenas. Sin embargo, su contenido, por lo 
general, resulta únicamente declarativo, pues no se concede la perso-
nalidad jurídica, la división política territorial o los recursos necesa-
rios para hacer efectivos esos derechos. En la práctica, el reconoci-
miento de los derechos indígenas se traduce más bien en una serie de 
derechos culturales o en la aplicación de políticas públicas suma-
mente limitadas que no contemplan el ejercicio directo de esos dere-
chos, lo cual impide una transformación real del Estado-nación.

Resumiendo lo dicho hasta ahora, el siglo xxi significa una 
esperanza para el cambio de la situación de los pueblos indíge-
nas, pero lograr que gocen de los mismos derechos que los demás 
es un reto que está por cumplirse. La subordinación y la exclu-
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sión que enfrentan requieren de una política de Estado que trans-
forme el pacto social tradicional por un pacto intercultural en el 
cual los derechos políticos y de control territorial de los pueblos 
estén debidamente establecidos.

Por supuesto, resulta imposible que algo así suceda de la noche 
a la mañana, pero con el fin de lograrlo es necesario comenzar a 
romper con un proceso ideológico y un sistema de exclusiones con 
miras a otorgar los derechos y los espacios que las colectividades 
e instituciones indígenas merecen.

Asimismo, no está por demás analizar detalladamente este sis-
tema cultural de exclusiones étnicas, para acercarnos en su justa 
dimensión a la situación real de la inferiorización de los pueblos 
indígenas y a los alcances que las nuevas políticas de reconoci-
miento o multiculturalismo ofrecen a estas manifestaciones.

Liberalismo, indigenismo y multiculturalismo

En esta sección queremos detallar lo que consideramos las tres vi-
siones predominantes que en México contribuyen a perpetuar las 
políticas y actitudes discriminatorias dirigidas hacia los pueblos in-
dígenas y a sus miembros. Estas tres visiones podrían también apli-
carse a todo el contexto latinoamericano, pero deseamos ser más 
específicos en el tratamiento del tema, con el fin de visualizarlo sin 
distracciones y por ser de la incumbencia de todos los mexicanos.

El liberalismo, el indigenismo y el multiculturalismo, aunque 
surgieron en diferentes épocas, cada una con sus propias variantes, 
están latentes en el imaginario social y en las instituciones políti-
cas nacionales con diferente grado de vigencia. El hecho de que el 
multiculturalismo sea el discurso y la norma predominante en la 
actualidad no se opone a que las otras expresiones se sigan mani-
festando. No es nuestra intención sugerir que estas visiones deban 
tener un orden secuencial o cronológico. Aunque surgieron en cir-
cunstancias concretas, se mezclan y alimentan unas a otras, pero 
ciertamente el multiculturalismo se torna la corriente dominante, 
en la medida en que goza de mayor aceptación en el orbe entero.



48 Derechos indígenas y discriminación étnica o racial

El “liberalismo” es la versión mexicana del liberalismo indi-
vidualista europeo, ya que instauró el régimen de igualdad jurí-
dica después de encabezar el movimiento independentista frente 
a España. El liberalismo mexicano, al igual que el europeo, repu-
dió la existencia de estamentos raciales, en especial los de los 
indígenas, pues el antiguo régimen tutelar los había condenado al 
sometimiento, el atraso y al fanatismo religioso. En este sentido, 
la nueva patria o nación debía cimentarse en la igualdad de todos 
sus integrantes y, por ello, decretó la inexistencia de las preben-
das asignadas a los pueblos o repúblicas de indios.

En primer lugar, y como en el viejo continente, la igualdad jurí-
dica conllevó la suspensión de la ciudadanía de quienes no tuvie-
ran educación, manutención propia, propiedad privada, sexo mas-
culino, buen vestido, etcétera. Como es fácil de advertir, desde 
este criterio quedaban fuera de la igualdad las mujeres y una bue-
na proporción del mundo rural sin solvencia económica. Reitera-
mos el tema del buen vestir o de las leyes contra la desnudez por-
que, en efecto, no sólo estuvieron contemplados en la legislación 
de varios Estados,21 sino que un elemento tan insignificante se 
convirtió en un estigma que sobrevive hasta nuestras fechas. Es 
decir, podemos constatar cómo una norma antigua puede perdu-
rar en el imaginario social más allá de su derogación, pues en 
nuestros tiempos es un hecho cotidiano que el vestir diferente, 
digamos con calzón de manta o ropa colorida, es el primer signo 
del frecuente rechazo hacia los indígenas.22

En segundo lugar, tenemos que considerar el efecto del igua-
litarismo jurídico en los derechos colectivos, sobre todo a partir 
de la instauración del voto universal y directo y del régimen de 
representación por partidos. Los municipios indígenas entraron, 
desde entonces, en la lógica de la elección por partidos –en lugar 
de la rotación de barrios o representación de anexos– y los ayun-
tamientos donde existían diputados indígenas se sustituyeron por 
los electos por mayoría.

Al respecto, el liberalismo europeizante llegó a tal grado de 
imitación que también consideró a la propiedad colectiva y a la 
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“vida corporada” como un signo de atraso cultural y económico. 
En consecuencia, el despojo de los territorios indígenas, se legali-
zó a través de las leyes de desamortización, lo que dio lugar a lo 
que algunos llamaron la “segunda conquista”, con la consecuente 
aparición de luchas de resistencia para defender dichos territorios. 
Concretamente, el liberalismo mexicano, obedeciendo al modelo 
del nacionalismo europeo, se distinguió por negar todo valor a las 
instituciones que no estuvieran supeditadas directamente a través 
de una ciudadanía dependiente del Estado. De ahí que se declare 
proscrito todo el pasado indígena, por atrasado, abyecto, traicio-
nero y rebelde con el progreso.

Este no sólo era un discurso abierto y desenfadado entre los 
grandes personajes del liberalismo, como Francisco Pimentel o 
José María Luis Mora, por citar a los más conocidos, sino un pro-
yecto de Estado que fue aplicado ampliamente. Además, quienes 
se opusieron a él fueron sometidos por la fuerza e, incluso, depor-
tados y esclavizados. Prueba de que se trataba de un modelo de 
Estado y no de decisiones personales es que desde Benito Juárez 
hasta Porfirio Díaz respaldaron este tipo de política.23 

La desvalorización del indígena tenía el costo del exterminio 
cuando no se sometía a los intereses de este criollismo hegemó-
nico, sobre todo en el norte del país, donde la invasión de los 
apaches y comanches incentivó este tipo de decisiones so pretex-
to de tratarse de indios rebeldes. Que la intención era blanquear 
y desterrar a la población originaria se constató al promoverse la 
colonización de los territorios de la frontera norte con vecinos de 
Estados Unidos de América –que a la larga fueron determinantes 
en la pérdida de esos territorios.

El liberalismo se constituyó, por tanto, en una ideología de la 
supremacía del modelo europeo de progreso, cuyo referente fue 
el hombre blanco civilizado. Los pueblos indígenas significaron 
un símil o remanente de las civilizaciones prehispánicas, sin nin-
guna razón de ser y cuya desaparición sólo era cuestión de tiem-
po. Estas nociones podemos encontrarlas todavía en algunos esta-
dos del noroeste y en la frontera sur del país, donde pervive una 
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conciencia de la supuesta superioridad del blanco sobre los pue-
blos indígenas. Rancheros y hacendados ven con desdén las de-
mandas de estos últimos –como se hizo evidente en las negocia-
ciones con el ezln–, y las élites políticas suelen actuar siguiendo 
estos preceptos, que minorizan y discriminan a estos grupos.

Al igual que su similar europeo, este modelo también fue per-
diendo sustento debido a la extrema polarización social y econó-
mica que produjo, la cual fue remplazada por el nacionalismo 
revolucionario, mediante el cual las masas populares y los cam-
pesinos ocuparon preeminencia política. En particular, se mate-
rializó una corriente indianista que rescató la solidaridad social, 
la cooperación y el valor cultural de la civilización indígena –en 
boga a principios del siglo xx a escala mundial–, que de la mano 
de la sabiduría y de la civilización hispanas pudieron por fin lo-
grar una síntesis que hizo justicia a la aspiración de una nación 
unida y homogénea.

Surgió de esta manera lo que Agustín Basave ha llamado la 
“mestizofilia”,24 o sea, el ideal de forjar una patria que reuniera 
ambos elementos, no sólo como una síntesis cuasi perfecta, una 
especie de raza cósmica, diría José Vasconcelos, sino como solu-
ción definitiva para lograr la homogeneización nacional tan de-
seada; no de la opresión de un grupo sobre otro, sino del encuentro 
feliz entre ambos. No obstante, esta argumentación bien intencio-
nada partió otra vez de un principio de superioridad decidida por 
quienes comandaban el nuevo proyecto de nación. O más que 
principio de superioridad, lo era de certificación de la inferiori-
dad del otro, al que había que redimir. De ahí que surgieran con-
ceptos como el de mejorar, regenerar, culturizar, educar y, en 
síntesis, salvar al indígena de su atraso, incorporándolo a la vida 
nacional, pero esta vez ofreciéndole ayuda con las herramientas 
y el conocimiento de la modernidad.

Dichos postulados se hicieron efectivos mediante una política 
indigenista de asimilación que, como resulta patente, se sostenía 
más que en la fusión biológica en la imposición de la cultura na-
cional.
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Con el fin de hacer efectiva esta aspiración, se aprobaron un 
sinfín de proyectos, tanto educativos como profilácticos y de asis-
tencia social (concretados en el Instituto Nacional Indigenista) 
con miras a inducir la “mexicanización del indio”, como solían de-
cir Manuel Gamio y Alfonso Caso, sus panegiristas.

Detrás de esta política asimilacionista es posible observar que 
los pueblos indígenas permanecían como sujetos pasivos o, mejor 
dicho, como objetos de atención y tutelaje, no como sujetos con 
derechos para decidir lo que más les convenía. Desde una pers-
pectiva más amplia, estaban insertos en una política de masas y 
corporativización del partido hegemónico en el poder. Cierta-
mente, el indigenismo de fines del siglo xx viró hacia una política 
de participación e, incluso, de transferencia de funciones (que 
aún persiste), pero a fin de cuentas se trata de una participación y 
de un ejercicio limitados a recursos ejercidos dentro de los pro-
pios lineamientos y estructuras de gobierno, no de transferencia 
de poderes o de facultades.

No obstante, este proyecto de mestizaje y de asimilación a una 
cultura única es una versión menos coercitiva, por decirlo así, de 
la descalificación y la negación de las formas de vida e institucio-
nes del otro, que se siguen considerando limitadas e incapacitadas 
mientras no alcancen el tipo o la media nacional, como suele de-
cirse todavía en nuestros días. Por ejemplo, un historiador de la 
talla de Enrique Krauze afirmó que una de las causas de la rebe-
lión de los indígenas chiapanecos era que no se había concretado 
el mestizaje en esa región, cuando los propios indígenas afirma-
ban precisamente lo contrario, a saber, que se alzaron en armas 
exigiendo respeto a su identidad y a su dignidad como pueblos.

La ideología del mestizaje y la asimilación dio pie a una serie 
de prejuicios y perjuicios injustificables. En el mismo estado de 
Chiapas y en otros lugares, la violación de mujeres por parte de los 
caciques se convirtió en algo aceptable y hasta normal, basándose 
en la convicción de que ello permitía el mejoramiento de la raza. 
Más aún, hoy en día persiste la creencia de que mientras los pueblos 
no adopten la cultura nacional seguirán sumidos en la pobreza y 
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sometidos a la explotación, con lo que se traslada la responsabilidad 
de la discriminación a la propia víctima.

Para no hacer más extensa esta disertación, baste con referir el 
efecto de esta ley no escrita de la estandarización sobre los indí-
genas que radican en las ciudades y que día con día representan 
un mayor porcentaje. La Constitución establece que las normas 
son aplicables en todo el territorio nacional y ninguna ley aclara 
que los derechos indígenas se suspenden en un contexto urbano. 
Pues bien, ante la presencia cada vez más evidente de los indíge-
nas y sus instituciones en el entorno urbano surgen constantes 
incidentes, ya que se les niegan sus derechos aduciendo que al 
vivir en la ciudad no son indígenas, o a la inversa, que deben 
ejercer sus derechos en las comunidades, no en la ciudad. Como 
si por el hecho de radicar en la ciudad estuviesen obligados a 
asimilarse y conformarse a su modo de vida.

Por paradójico que parezca, así sucede regularmente. Si van 
por las calles en grupo se piensa que son bandas de pandilleros y 
se criminalizan sus conductas. A muchos vecinos les molesta que 
los indígenas reproduzcan su vida comunitaria o grupal cerca de 
sus casas. En sus relaciones con las autoridades gubernamentales, 
los representantes indígenas no son reconocidos por considerar 
que en el medio urbano las comunidades étnicas no existen o no 
tienen validez; de ahí que deban adoptar la figura legal de asocia-
ción civil. El mensaje es nuevamente asimilarse o excluirse.

En cuanto a la tercera de las corrientes mencionadas con ante-
rioridad, el multiculturalismo, resulta importante señalar que es 
una línea de reflexión surgida en los países angloamericanos para 
tratar de dar una salida, desde posiciones liberales más compren-
sivas, al dilema de la diversidad étnico-nacional dentro de los Es-
tados nacionales. Sus planteamientos generales, sustentados prin-
cipalmente por Charles Taylor y Will Kymlicka, proponen que las 
minorías nacionales, los grupos étnicos y los pueblos originarios 
tienen derecho a mantener sus identidades, incluso la autonomía y 
la libre determinación, siempre y cuando respeten los principios 
liberales de libertad individual y los derechos humanos.
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Dentro del pensamiento liberal, esta corriente es hasta cierto 
punto disidente, y sus postulados sólo han sido retomados en el 
derecho internacional y con ciertas excepciones en algunos países. 
Puesto que el multiculturalismo creció paralelamente al debate in-
ternacional de los derechos de los pueblos indígenas y de los movi-
mientos separatistas nacionales de Canadá, España y los Balcanes, 
los Estados han retomado sus postulados con mucho temor. Para 
ser más exactos, se han emprendido reformas que restringen dere-
chos bajo el pretexto de que podrían provocar la fragmentación de 
los países y violar los derechos humanos. El mismo Kymlicka25 ha 
desvirtuado estos silogismos afirmando que la autonomía es una 
condición necesaria para permitir que los individuos puedan esco-
ger y mantener una vida cultural digna, ya que el concepto de vida 
buena depende nada menos que de la realización de los valores que 
inculca la cultura; de otra manera tampoco se justificaría la validez 
de los viejos nacionalismos. La autonomía política es, para este au-
tor, la única posibilidad de garantizar la protección externa de un 
pueblo frente a la opresión de otro, pero sin que por ello se entienda 
que se van a restringir las libertades internas. Aquí de nuevo se 
ubica el límite del respeto a los derechos humanos.

Como quiera que fuere, el multiculturalismo ha sido acogido 
como el modelo político dominante en un gran número de países, 
incluyendo los latinoamericanos, aunque con varias limitaciones. 
El modelo más típico es el que entiende literalmente el multicul-
turalismo como el reconocimiento del derecho a la diversidad cul-
tural, es decir, al respeto a valores, costumbres y formas de ser, 
pero no vislumbra derechos políticos o territoriales. Se trataría más 
bien del derecho colectivo al folclor, a la lengua, a las ceremonias 
tradicionales, sin implicar cambios de fondo al consenso domi-
nante. De hecho, estas son reiteraciones de derechos ya existentes 
en el derecho liberal.

Por su parte, en la versión más avanzada del multiculturalismo 
–que se encuentra ya en la legislación mexicana–, observamos el 
reconocimiento a la autonomía y a la libre determinación. Aunque 
estos derechos inmediatamente quedan restringidos a modalida-
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des muy distintas a lo que en el derecho internacional implican. 
Se estipula, por ejemplo, que la autonomía se ejercerá al interior 
de las comunidades o que cada entidad federativa legislará el con-
tenido de ésta. En otras palabras, que los grupos indígenas pueden 
seguir siendo lo que son, pero que difícilmente estas libertades 
modificarán a la sociedad en su conjunto, pues el orden constitucio-
nal queda intacto, transladándose esta responsabilidad a las entida-
des federativas o restringiéndola a su ejercicio local. 

Como señalábamos anteriormente, el multiculturalismo real 
no ha incidido en la modificación de territorios políticos; en la 
distribución y el control de los recursos naturales o económicos; 
ni en el reconocimiento de jurisdicciones u otros derechos que la 
autonomía implica, como es la misma posibilidad de ostentar 
personalidad jurídica.

El más pobre de los multiculturalismos es aquel que continúa 
limitándose a la instrumentación de políticas públicas decididas 
desde las propias instancias gubernamentales, pese a que éstas 
hayan sido consultadas con los pueblos interesados. El multicul-
turalismo es, en general, una política legislativa y de gobierno 
que gestiona la diversidad étnica, pero que no deja de discriminar 
desde el momento en que por un motivo u otro niega los derechos 
esenciales aceptados en el derecho internacional y que se enun-
cian tímidamente en las Constituciones.

Desde otro punto de vista, el multiculturalismo podría tomarse 
como una propuesta de transición que en el mediano y largo plazos 
permitiera a los pueblos alcanzar todos sus derechos. Esto no es algo 
tan equivocado desde el momento en que el mismo movimiento in-
dígena y la correlación de fuerzas políticas se encuentran, al menos 
en México, en una fase incipiente. Sin embargo, también puede en-
tenderse como una fase muy tardía del derecho liberal clásico. Al 
menos así es como lo plantea el sociólogo Boaventura de Sousa 
Santos,26 cuando propone la parábola que define a las Constituciones 
liberales como un tigre que todo lo devora y lo pone bajo su lógica 
de regulación, pero que poco a poco ha sido domesticado –con los 
derechos sociales, humanos y colectivos– al punto de convertirse en 
un camello de paso lento.
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Reflexiones finales

Los nacionalismos modernos han sido un factor principal del auge 
de totalitarismos que excluyen y fomentan la discriminación étni-
ca. Asimismo, subsiste el temor de que conceder derechos colec-
tivos a los pueblos indígenas puede fortalecer una identidad co-
munitaria que divida al país o vulnere derechos humanos.

Ante este panorama, la falsa disyuntiva en la que podemos 
caer consiste en que debe ser una cosa o la otra, con lo cual esta-
ríamos proponiendo que existe un valor que se debe imponer, 
replicando con ello las doctrinas etnocentristas de superioridad. 
La omisión bien intencionada de los liberales, quienes proponen 
una igualdad individual ante la ley a cambio de sacrificar los de-
rechos de los pueblos, puede ser tan perjudicial como un relati-
vismo a ultranza que en nombre de la comunidad sostenga una 
práctica no aceptada por todos sus miembros.

Al parecer, resulta muy complicado determinar si el individua-
lismo –que en su libre competencia provoca inmensas desigualda-
des económicas y culturales– o el etnicismo –que dominado por 
esencialismos puede paralizar y coartar las libertades– son la me-
jor opción, sobre todo cuando se observa que la globalización 
diferenciada parece haber resquebrajado todos estos paradigmas. 
En realidad, se trata de polos extremos que ya no tienen razón de 
ser en el mundo contemporáneo, o mejor dicho, en los mundos 
contemporáneos en los que vivimos, los cuales impelen a que 
vayamos considerando ciertas situaciones inevitables, so riesgo 
de regresar a los tiempos de la persecución y el odio racial. Una de 
estas situaciones inevitables es la tendencia irreversible a que 
cada espacio del planeta esté condenado a la diversidad étnica o 
racial. Por más muros y barreras físicas, tecnológicas y simbóli-
cas que construyamos, éstas serán rebasadas por el imperativo 
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del pluralismo, un pluralismo omnipresente hasta en los rincones 
más apartados del mundo.

Antes era sencillo olvidar o excluir la existencia de los otros; es-
taban demasiado alejados de nosotros o podían ser segregados. Aho-
ra la diversidad es nuestra vecina e incluso puede habitar en casa. En 
este sentido, a nada nos conduce tratar de rechazar la alteridad de 
manera instintiva o entenderla con todas sus complejidades ontoló-
gicas si en este esfuerzo de convivencia no decidimos entre todos 
juntos la fórmula consensuada para lograrlo, dejando a un lado las 
medidas unilaterales que tradicionalmente han prevalecido.

De entrada, todas las opciones son válidas por un principio de 
relativismo ontológico y metodológico, pero la mejor manera de en-
contrar respuestas y salidas debe ser regulándonos por el principio 
universal del diálogo político, de la confrontación igualitaria de 
propuestas que no se descalifiquen unas a otras a fin de negarse y 
que, en resumidas cuentas, permita a todas las partes plantear sus 
ideas y soluciones. Por eso afirmábamos que cualquier reforma, 
por bien intencionada que sea, puede resultar infructuosa si no se 
replantea la base del pacto social moderno que ha negado o restrin-
gido la participación y la decisión de los diferentes.

Asimismo, además de que estamos desbordados por la diver-
sidad omnipresente, y si bien es cierto que los mundos contempo-
ráneos y la globalización impelen a la interrelación y a la inter-
culturalidad, los espacios nacionales, regionales y locales también 
siguen siendo espacios de identidad y de intereses políticos defi-
nidos. Es decir, sin negar los efectos que el proceso de globaliza-
ción impone, no es este el único proceso dominante, o más bien 
sería nefasto creer que es el factor que determina las relaciones 
interculturales.

Los mundos contemporáneos viven en la globalización, pero 
también en patrias y matrias, en lo nacional y en lo local. Y esto no 
debe entenderse como algo contradictorio, sino como una parte 
consustancial del sujeto posmoderno. Por ello, cualquier proyecto 
político debe considerar la existencia de identidades múltiples, 
fronteras móviles y fidelidades compartidas.
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La binacionalidad, la doble pertenencia y la volatilidad de los 
compromisos con una comunidad se tornan más una constante que 
una excepción, y este tipo de identidades están volviendo a ser re-
chazadas por la falacia de la pureza étnica o nacional, sobre todo 
para el amplio sector de migrantes que las portan a lo largo y ancho 
del mundo. Aunque es inevitable que toda unidad sociopolítica o 
cultural tenga su propio territorio de influencia para el ejercicio de 
sus facultades jurídicas, sus fronteras étnicas y sociales deben te-
ner un nivel de permeabilidad tal que permita el enlace y la convi-
vencia entre las identidades múltiples que la componen.

De hecho, los movimientos indígenas de mayor representati-
vidad en México y en otros lugares del mundo se caracterizan 
por ser más bien de carácter pluriétnico o panétnico, pues no se 
presentan como grupos o pueblos cerrados o autocontenidos. Este 
es el caso de los municipios que se han declarado autónomos en 
Chiapas o del sistema de vigilancia y justicia regional en La 
Montaña de Guerrero, los cuales están integrados por indígenas 
de distintos pueblos (e incluso no indígenas), pero que han deci-
dido rediseñar, sobre fundamentos propios, sus instituciones de 
gobierno y de justicia.

Este es el punto clave del último asunto que trataremos. 
Cuando por fin los Estados nacionales tienen una apertura hacia 
los derechos de los pueblos indígenas, estos derechos se preten-
den aplicar sobre presupuestos ya agotados sociológicamente, 
como pensar que los indígenas viven aislados y en comunidades 
cerradas, o folclorizando sus formas de vida y exigiendo que no 
cambien su manera de ser, con el típico comentario de que por 
hablar bien el español o usar celular ya no son indígenas.

Los pueblos indígenas viven en dinámicas muy ricas, apro-
piándose de los conocimientos y de las tecnologías que ofrece el 
mundo global. Constituyen empresas internacionales y comuni-
dades extraterritoriales que los ligan con lo nacional y lo global 
de una manera extremadamente rica. De este modo, cuando un 
Estado habla de derechos locales o de preservar su cultura puede 
ser no sólo limitativo, sino incluso ofensivo.
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Tanto las naciones como los pueblos indígenas se han redi-
mensionado a la par de las mutaciones que ha generado el proce-
so de globalización. Por ello, no resulta extraño que se exija una 
nueva relación o un nuevo pacto político entre ambos, que ponga 
a la altura de las circunstancias las realidades del mundo actual. 
De ahí que no dejemos de insistir en que la discriminación no se 
reduce a los pequeños incidentes, aunque en ella se muestra con 
inmediatez la dolorosa persistencia de las estigmatizaciones etnofó-
bicas, sino en la manera de organizar a la sociedad y de distribuir 
los recursos materiales y simbólicos.

Para los pueblos indígenas lo esencial es poder reconstituirse 
a partir de los derechos colectivos y no sólo con el cumplimiento 
formal de la ley. El purismo legal no es suficiente para impedir la 
manifestación de actos discriminatorios ya que, como lo hemos 
visto, la normalización y la internalización de la discriminación 
anteceden a la propia formalización de los marcos normativos. 
La discriminación étnica o racial es un sistema de exclusiones 
aparejado a la formulación histórica de las instituciones políticas 
surgidas del Estado-nación monocultural.
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